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1. INTRODUCCIÓN 

 

El trabajo que se presenta aborda la particular figura del acto administrativo ficto positivo, 

siendo ésta la excepción a la regla que se tiene por tradición en el Derecho Administrativo, la 

cual considera que el acto ficto es de respuesta negativa; por esta razón, es de interés que la 

comunidad de juristas conozca las consideraciones de carácter doctrinal que han definido las 

características y efectos del acto administrativo ficto positivo en Colombia, aunque ello no es 

suficiente para tener un concepto pleno del mismo, dado que la Corte Constitucional y el 

Consejo de Estado han profundizado de manera amplia en los elementos que lo configuran, 

específicamente cuando se presenta la petición de un administrado que requiere respuesta en los 

términos de la Ley 1437 de 2011
1
. 

 

Dado el concepto de precedente constitucional que existe en torno al tema, se ha planteado dos 

interrogantes que se pretende resolver: el primero de ellos consiste en saber ¿cuáles son los 

criterios que han establecido la Jurisprudencia de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado 

para la configuración del acto administrativo ficto positivo cuando hay omisión o negligencia de 

la entidad encargada de dar respuesta a la petición de un administrado?, y el segundo, ¿el acto 

administrativo ficto positivo procede en todos los casos donde no se efectúa una respuesta por 

omisión o negligencia de la entidad encargada de dar respuesta a la petición de un administrado? 

Dados estos dos elementos, se intenta cumplir con el objetivo de identificar el criterio dominante 

en la jurisprudencia de la Corte Constitucional para la configuración del acto administrativo ficto 

positivo cuando hay omisión o negligencia por parte de la entidad encargada de dar respuesta a la 

petición de un administrado. 

 

El problema que se ha escogido tiene explicación en el sentido de darle prevalencia al precedente 

sentado por la Corte Constitucional frente al Consejo de Estado, teniendo en cuenta que, por 

competencia y especialidad, las sentencias relacionadas con los actos administrativos le 

corresponden a la última corporación. Sin embargo, cuando se trata de una situación en la cual se 

ve involucrado el derecho de petición de un administrado, es materia de regulación de la Corte 

Constitucional, dado que el derecho en mención es de carácter fundamental según el artículo 23 

                                                 
1 Congreso de la República de Colombia. “Ley 1437 de 2011”. Bogotá, Colombia, 2011. 
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superior de la Constitución Nacional. Por esta razón, la configuración del precedente de esta 

instancia ha sido mostrada como de mayor importancia; además, por el carácter vinculante 

superior del precedente de la Corte Constitucional en sentencias de unificación respecto de un 

tema frente al que pueda emitir el juez contencioso administrativo en una sentencia con 

importancia jurídica, dado que la Corte es la considerada como la guardiana de los derechos 

fundamentales e intérprete de autoridad para los casos descritos, por lo que su criterio se 

considera vinculante. Así se pronuncia la Corte Constitucional en Sentencia C – 634 de 2011
2
 

donde, entre sus apartes, se puede leer: 

 

[…] la solución de controversias en sede jurisdiccional no está sometida a la aplicación de una sola 

regla de derecho, sino que, antes bien, existen diversas disposiciones aplicables a cada caso.  Esto 

sucede debido a que (i) pueden concurrir diversas reglas de la misma jerarquía que ofrecen distintas 

fórmulas de decisión; y (ii) con base en el principio de supremacía constitucional, el juez está 

obligado a aplicar, de manera preferente, las normas de la Constitución y demás pertenecientes al 

bloque de constitucionalidad, en cada uno de los casos sometidos al escrutinio judicial.  Por ende, 

debe adelantar un proceso de armonización concreta de esas distintas fuentes de derecho, a partir 

del cual delimite la regla de derecho aplicable al caso analizado, que en todo caso debe resultar 

respetuosa de la jerarquía del sistema de fuentes […]
3
 

 

Más adelante agrega: 

 

[…] la misma norma acusada determina, como no podía hacerlo de otro modo, que las autoridades 

administrativas están sometidas a la aplicación uniforme de las normas constitucionales. Quiere 

ello decir, según los fundamentos jurídicos precedentes, que ese deber incorpora la obligación que 

dichas autoridades utilicen las reglas de derecho, derivadas de la jurisprudencia constitucional, que 

fijan el contenido y alcance de las normas de la Carta Política. Lo contrario significaría desconocer 

el artículo 241 C.P., norma que confía a la Corte la guarda de la integridad y supremacía de la 

Constitución. Este precepto, junto con el artículo 243 C.P., no son fórmulas retóricas del Estatuto 

Superior, sino la fuente normativa del carácter autorizado y vinculante de las subreglas 

jurisprudenciales creadas por esta Corporación. Por lo tanto, corresponde a las autoridades 

                                                 
2
 Corte Constitucional. República de Colombia. “Sentencia C-634”. Magistrado Ponente Luis Ernesto Vargas Silva. 

Bogotá, D.C., 2011. 
3 Corte Constitucional. Ibid. 
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administrativas, en la toma de decisiones de su competencia, realizar un proceso de armonización 

concreta análogo al que se efectúa en sede judicial, el cual identifique y aplique los diversos 

materiales jurídicos relevantes al caso, fundado en una práctica jurídica compatible con la jerarquía 

del sistema de fuentes, el cual privilegia la vigencia de las normas constitucionales.
4
 

 

El objetivo que se ha señalado, a su vez comporta la división en partes o tareas que son más 

puntuales y que permiten su cumplimiento; para ello, entonces, será necesario realizar la 

conceptualización doctrinal del acto administrativo y de su modalidad ficta negativa y positiva; 

posteriormente se hará el estudio siguiendo la metodología de las líneas jurisprudenciales, 

expuesta de manera extensa por el Doctor Diego López Medina en su obra el Derecho de los 

Jueces, lo cual no obsta para tener en cuenta tratadistas como Manuel Fernando Quinche 

Ramírez y obras del Derecho Anglosajón, de donde es propia la metodología señalada debido a 

que es la fuente de Derecho principal de este tipo de sistema jurídico.  

 

La tarea de identificar las sentencias pertinentes tanto de la Corte Constitucional como del 

Consejo de Estado a ser analizadas, requiere llevar a cabo los pasos que el método suministra; 

inicialmente el planteamiento del problema jurídico y, a partir de allí, dos más: uno, denominado 

análisis estático, compuesto por  la identificación de la sentencia arquimédica, la ingeniería en 

reversa, el nicho citacional y el análisis individual de cada una de las providencias, a fin de 

extractar los elementos más importantes de éstas, como son los hechos relevantes, los problemas 

jurídicos de cada una, la ratio decidenci, las obiter y las subreglas. El paso dos a seguir es 

realizar lo que se ha denominado como el análisis dinámico, donde se examina las sentencias en 

contexto una con la otra, a fin de extraer conclusiones y sobretodo, la línea de pensamiento de las 

Cortes en torno al tema en cuestión. 

 

Como paso siguiente de la investigación, se comparará la teoría del acto administrativo ficto 

positivo con los criterios y argumentos esgrimidos por el Consejo de Estado y la Corte 

Constitucional a fin de poder realizar los análisis, críticas, valoraciones y apreciaciones 

necesarias que permitan establecer cuál es el concepto jurídico regente en Colombia acerca de la 

figura que es objeto de estudio. 

                                                 
4 Corte Constitucional. Op. Cit. 
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Finalmente, los aportes que se pueda extraer del trabajo desarrollado, serán presentados en un 

punto aparte.  

 

El proyecto de investigación se lleva a cabo teniendo en cuenta un modelo de tipo jurídico, 

centrado en la discusión de carácter teórico donde se aborda fuentes formales del Derecho, como 

la ley, la jurisprudencia y la doctrina, a fin de lograr consolidar un concepto uniforme y definido 

acerca de la institución del acto administrativo ficto positivo que se ha establecido en el país, y, a 

partir de ese planteamiento, confrontar en la realidad cuál es el manejo de los criterios 

jurisprudenciales que debe abordarse por parte del juez administrativo para poder dar una 

respuesta completa y acertada al administrado sobre sus interrogantes y necesidades.  

 

La línea que se presenta es el inicio del análisis, incluida dentro del problema, siendo el insumo o 

punto de partida de dicho contexto, pretendiendo de nuestra parte, construir una propuesta al 

debate jurídico. 

 

Se espera que, como resultado del proyecto, se pueda presentar a la comunidad académica y 

jurídica, un marco que abarque de la manera más completa posible el concepto del acto 

administrativo ficto positivo y el punto de vista actual que se tiene sobre éste por parte de las 

cortes encargadas de juzgar la cuestión.  
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2. DEFINICIÓN CONCEPTUAL Y DOCTRINAL SOBRE EL ACTO 

ADMINISTRATIVO POSITIVO EN COLOMBIA 

 

2.1 Consideración legal y doctrinal del acto administrativo ficto positivo 

2.1.1 Breve historia y definición del acto administrativo en Colombia 

 

El acto administrativo continúa siendo en la actualidad el principal instrumento en manos de la 

Administración para la realización de las funciones que le son encomendadas; por esta razón, puede 

afirmarse que a través de él se materializa el interés general y sobre todo se hace frente a necesidades 

sociales cambiantes que requieren soluciones inmediatas
5
. 

 

Esta figura jurídica ha tenido diversas definiciones de acuerdo con las fuentes que han llegado a 

abordar el tema dentro del derecho público; inicialmente, el Decreto-ley 01 de 1984, en el 

artículo 83 original, señalaba que el acto administrativo se define como “las conductas y 

abstenciones capaces de producir efectos jurídicos, y en cuya realización influyen de modo 

directo e inmediato la voluntad o la inteligencia”
6
; tal concepto fue eliminado de la legislación 

por las reformas que sufriera el artículo mediante el Decreto-ley2304 de 1989
7
.La Ley 446 de 

1998
8
 y, últimamente con la expedición del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo – CPACA, Ley 1437 de 2011
9
, dejó de ser tenido en cuenta 

cualquier intento de enunciación al respecto, dedicándose la ley a especificar cuestiones relativas 

a sus efectos, el carácter vinculante del mismo y el reconocimiento, modificación o extinción de 

los derechos de los administrados.  

 

La cuestión de la conceptualización desde el punto de vista legal fue abandonada probablemente 

por cuestiones de difícil manejo, entre ellas las relacionadas con la consideración de la voluntad 

consciente de la administración cuando ésta crea un acto, la cual no necesariamente está 

                                                 
5 Contraloría General de la República y Consejo de Estado. “Memorias del Seminario Internacional de Presentación 
del Nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo Ley 1437 de 2011”, 
Imprenta Nacional de Colombia, Bogotá, 2011, p. 19. 
6 Presidencia de la República de Colombia. “Decreto-Ley 01 de 1984” Bogotá, D.C., 1984. 
7 Presidencia de la República de Colombia. “Decreto-Ley 2304 de 1989” Bogotá, D.C., 1989. 
8
 Congreso de la República de Colombia. “Ley 446 de 1998”. Bogotá, D.C., 1998. 

9 Congreso de la República de Colombia. Op. Cit. 
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vinculado con una voluntad pura y completa, puesto que hay que considerar que quienes crean 

los actos son seres humanos, que en su complejidad manejan tanto cuestiones conscientes como 

inconscientes; así lo indica el Consejo de Estado al decir que el concepto del acto administrativo 

halla consagración legislativa en el país, con una técnica que considera que la ley debe ser elenco 

de definiciones. 

 

En ella se dispone que los actos administrativos son las conductas y las abstenciones capaces de 

producir efectos jurídicos y en cuya realización influyen de modo directo e inmediato la voluntad 

o la inteligencia
10

. Y diferencia el hecho administrativo del acto, concibiéndolo como los 

acontecimientos y omisiones capaces de producir efectos jurídicos, y en cuya realización no 

influyen de modo directo e inmediato la voluntad o la inteligencia. 

 

El excesivo psicologismo de esa concepción no contribuye en nada a la claridad de los 

conceptos, pues las respuestas a lo que debe entenderse por acto administrativo pueden llegar ad 

infinitum
11

.Debido a esto, la legislación posterior prefirió dejar la tarea a la jurisprudencia y a la 

doctrina, quien se ha encargado de estudiar la figura cuando ha sido menester su uso. 

 

En ese camino, la jurisprudencia colombiana ha indicado que “El acto administrativo es definido 

como la manifestación de la voluntad de la administración, tendiente a producir efectos jurídicos 

ya sea creando, modificando o extinguiendo derechos para los administrados o en contra de 

éstos; tiene como presupuestos esenciales, su sujeción al orden jurídico y el respeto por las 

garantías y derechos de los administrados”
12

 

 

Posteriormente, la Sentencia T – 945 de2009
13

, toma el concepto de Eduardo García de Enterría, 

quien indica que el acto administrativo es “la declaración de voluntad, de juicio, de conocimiento 

o de deseo realizada por la administración en ejercicio de una potestad administrativa distinta de 

                                                 
10 Consejo de Estado. “Fallo 6375 de 2001”, Artículo 83, inciso 1. Consejera Ponente Olga Inés Navarrete Barrero. 
Bogotá, D.C., 2001. 
11 Consejo de Estado. “Sentencia E-111” de 22 de enero de 1988. Consejero Ponente Simón Rodríguez Rodríguez. 
Bogotá, D.C., 1988. 
12 Corte Constitucional. República de Colombia. “Sentencia C-1436”.Magistrado Ponente Alfredo Beltrán Sierra. 
Bogotá, D.C., 2000, p. 1. 
13 Corte Constitucional. República de Colombia. “Sentencia T-945”. Magistrado Ponente Mauricio González Cuervo 
Bogotá, D.C., 2009. 
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la potestad reglamentaria”; desde esta idea se toma que el requisito esencial para calificar una 

actuación como acto administrativo, es que medie el ejercicio de una potestad administrativa. 

 

Por su parte, el Consejo de Estado en su jurisprudencia desde vieja data ha tenido una definición 

que ha provenido de la doctrina; desde ese punto y citando a Enrique Sayagués Laso y Daniel 

Hugo Martins, indica que los actos administrativos son declaraciones de voluntad de la 

administración destinadas a producir efectos jurídicos
14

,  

 

O de personas u órganos distintos de la Administración, si actúan en función administrativa. Se 

comprenden en este concepto todos los actos administrativos, por el órgano o el contenido, habida 

consideración de que, en el régimen jurídico colombiano, aunque prevalece en su determinación el 

criterio orgánico, por excepción tiene también aplicación el material o de fondo, como sucede, por 

ejemplo, con los actos de elección o nombramiento que, cualquiera que sea el órgano que los dicte 

[…]. Por tanto, para que exista acto administrativo se requiere, entre otros requisitos, que el 

funcionario u órgano que obra en función administrativa exprese su voluntad con la finalidad de 

producir un efecto en derecho, como sucede con todos los actos jurídicos, en forma de crear, 

modificar o extinguir situaciones jurídicas generales o particulares o de colocar a una o más 

personas determinadas en situaciones jurídicas estatutarias
15

. 

 

El Consejo de Estado estableció, que el acto administrativo, a la luz de la ley colombiana, es una 

manifestación de voluntad; mejor se diría, de la intención, ya que ésta supone a aquélla, en virtud 

de la cual se dispone, se decide, se resuelve una situación o una cuestión jurídica, para, como 

consecuencia, crear, modificar o extinguir una relación de derecho. Y esa decisión, proferida por 

autoridad competente -pública o privada en un proceso de privatización de lo público como el 

que se observa esporádicamente en el país-, está sujeta al control jurisdiccional de lo contencioso 

administrativo.  

 

Aparecen así los elementos esenciales del acto: 

 Competencia: facultad para dictar el acto. 

                                                 
14 Sayagues Laso Enrique, Martins Daniel Hugo. “Tratado de Derecho Administrativo”. Fundación de Cultura 
Universitaria, 1998. 
15 Consejo de Estado. “Sentencia 1389” de 24 de septiembre de 1971. Ponente Humberto Mora Osejo. Bogotá, 
D.C., 1971. 
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 Decisión: que traduce la voluntad o la intención del funcionario competente. 

 Contenido: que es el alcance de la decisión; crear, modificar, o extinguir una 

relación jurídica, en ejercicio de la función administrativa. 

 

Esos elementos suponen un antecedente esencial; el sujeto emisor, el cual implica, a su turno, la 

voluntad o la intención
16

. 

 

La Sentencia de octubre 21 de 1999 de la misma corporación ha indicado una definición algo 

más clara acerca del concepto que se discute, al decir:  

 

Dentro de las diversas manifestaciones del poder del Estado, el acto administrativo constituye una 

de las más importantes; a través suyo, exterioriza su voluntad unilateral, en ejercicio de la función 

administrativa, destinada a producir efectos en derecho. No se trata de meras manifestaciones, 

opiniones o conceptos de la autoridad pública que no entrañan un deber de cumplimiento ni 

comportan una decisión, sino de aquellos actos decisorios de la administración que producen 

consecuencias jurídicas, vale decir cambios en el mundo de las regulaciones del derecho, bien para 

crear, modificar o extinguir situaciones jurídicas, sean estas, generales o particulares. Es cierto que 

algún sector de la doctrina ha visto éste como un concepto procesal y demasiado estrecho del acto 

administrativo, pero, para efectos de su impugnación ante el juez contencioso administrativo, es el 

criterio que ha referido nuestra jurisprudencia. Se trata, pues, de decisiones que, por su propia 

naturaleza, están destinadas a cumplirse, para lo cual el ordenamiento jurídico las ha rodeado de 

privilegios tales como la ejecutoriedad, la ejecutividad y la presunción de legalidad, características 

que, en mutuo apoyo, permiten al Estado -administrador, en buena parte de los casos, proveer a la 

ejecución de sus propios actos sin necesidad de acudir a instancias judiciales con ese propósito, 

como ocurre- por regla general-  en las relaciones entre particulares.
17

 

 

Posteriormente, en Sentencia de 31 de marzo de 2005, el Consejo de Estado precisó “que para que 

un acto jurídico constituya acto administrativo debe consistir en una (i) declaración unilateral,  (ii) 

que se expida en ejercicio de la función administrativa, que lo puede ser por una autoridad estatal de 

cualquiera de sus ramas u organismos, o incluso por entidades privadas en virtud de autorización 

                                                 
16

 Consejo de Estado. Op. Cit. 
17 Consejo de Estado. “Sección Tercera E. No. N11616 de 1999” de 21 de octubre de 1999. Consejero Ponente Alier 
Eduardo Hernández Enríquez. Santa Fe de Bogotá, 1999. 
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legal, a menos que por norma especial de orden constitucional o legal, dicha declaración, no siendo 

expedida en ejercicio de función administrativa, sea demandable en acción contencioso 

administrativa,  y (iii), que ella produzca efectos jurídicos por sí misma, de manera directa sobre el 

asunto o la situación jurídica de que se trate y, por ende, vinculante”
18

. Ese carácter esencial de tales 

elementos aparece advertido también por la Sección Quinta de esta corporación, al considerar que 

“El sistema colombiano no exige formalidades determinadas para la conformación del acto 

administrativo, de tal manera que puede ser verbal, escrito y hasta simbólico. Lo único 

importante es que reúna los requisitos esenciales que la doctrina y la jurisprudencia le han venido 

indicando; esto es, que sea una declaración de la voluntad administrativa con consecuencias 

jurídicas, de los cuales participa sin la menor duda el que como tal es señalado en la demanda 

que ha dado vida a este proceso”
19

, rubro en el cual cabe entender que las consecuencias a que se 

refiere, son las que contienen la definición de una situación jurídica, general o particular, sea 

creándola, modificándola o extinguiéndola
20

. 

 

La jurisprudencia administrativa más reciente se ha referido a la definición dada por la Corte 

Constitucional en su Sentencia C – 1436 de 2000
21

y, por su parte, ha dicho: “El acto 

administrativo se entiende, entre otras perspectivas, como una decisión adoptada o expedida en 

función administrativa a través de la cual la autoridad crea, modifica o extingue una posición de 

una persona o conjunto de personas determinadas o indeterminadas frente a una norma de 

derecho (situación jurídica)”. 

 

Doctrinariamente, Libardo Rodríguez hace referencia a los actos administrativos, como aquellas 

“manifestaciones de voluntad de la administración, tendentes a modificar el ordenamiento 

jurídico; es decir, a producir efectos jurídicos. Por ejemplo, un decreto del presidente de la 

república, una resolución de un ministro, una ordenanza departamental, un acuerdo 

                                                 
18 Consejo de Estado. “Sentencia No. N11001-03-24-000-1999-02477-01 de 2005”. Consejero Ponente Rafael E. 
Ostau De Lafont Pianeta. Bogotá, 31 de marzo de 2005. 
19 Consejo de Estado. “Sección Quinta E. No. N2074 de 1999”. Consejero Ponente Roberto Medina López. Bogotá, 
D.C., 1999. 
20

 Consejo de Estado. “Sentencia de 10 de abril de 2008”. Consejero Ponente Hugo Fernando Bastidas Bárcenas. 
21 Corte Constitucional. República de Colombia. “Sentencia C-1436”. Magistrado Ponente Alfredo Beltrán Sierra. 
Bogotá, D.C., 2000, p. 1. 
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municipal”
22

.Esta definición, a diferencia de la tomada por García de Enterría y Fernández
23

, no 

se enfoca en la potestad administrativa, sino en los efectos que el acto produce. 

 

Por su parte, Penagos define el acto administrativo como: “La manifestación de la voluntad del 

Estado que crea, modifica o extingue una situación jurídica en forma unilateral”
24

. 

 

Otra definición importante y tal vez más completa que la anterior, es la dada por el doctrinante 

Georges Vedel, quien indica que el acto administrativo es una de las “prerrogativas del poder 

público; la más característica sin duda alguna es el privilegio que tiene la administración, de 

tomar las decisiones ejecutorias; es decir, de proferir actos unilaterales que crean derechos y 

obligaciones en provecho o a cargo de terceros, sin el consentimiento de éstos, y de ser 

ejecutados por la fuerza por la administración”
25

.Esta definición incluye las cuestiones relativas a 

la posibilidad que tiene la administración de decidir de manera unilateral y hacer cumplir en los 

terceros sus decisiones, características propias y resaltables del acto administrativo. 

 

2.1.2 El derecho de petición de los administrados 

 

El derecho de petición tiene una larga trayectoria dentro de la legislación colombiana, 

especialmente a partir del planteamiento dado por la Constitución Política de 1991, donde se lo 

consagró como un derecho fundamental en el artículo 23: “Toda persona tiene derecho a 

presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones 

privadas para garantizar los derechos fundamentales”
26

. Este derecho, a su vez, tuvo su base en el 

Decreto-ley 01 de 1984, artículo 5
27

, donde se puede apreciar la consagración legislativa 

otorgando a todas las personas el derecho a “[…] hacer peticiones respetuosas a las autoridades, 

                                                 
22 Rodríguez, Libardo. “Derecho administrativo general y colombiano”. Editorial Temis, Bogotá, 1994. 

23 García de Enterría, Eduardo y Fernández, Tomás-Ramón. “Curso de Derecho Administrativo” Tomo I, Editorial 
Civitas, Decimosexta edición, Madrid, 2013. 
24 Penagos, Gustavo. “El acto administrativo” Tomo II, Ediciones Librería El Profesional, Bogotá, 1986, p. 24.  
25 Vedel, George. “Cours de Droit Administratif” Editorial Paris Les Cours de Droit, 1956, p. 128. 
26

 Corte Constitucional. “Constitución Política de Colombia” Editorial Legis, Bogotá, 2013, p. 16. 
27 Presidencia de la República de Colombia. “Decreto 01 de 1984 por el cual se regula el Código Contencioso 
Administrativo”. Bogotá, 2 de enero de 1984. 
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verbalmente o por escrito, a través de cualquier medio”, siendo desarrollados también los 

requisitos para ser presentado, al igual que el trámite que debía implementarse para dar solución 

a los requerimientos de los administrados cuando se trata de asuntos particulares, generales, 

cuando solicitan consultas o información por parte de cualquier entidad; esta norma se mantuvo 

con pocas modificaciones hasta la llegada de la Ley 1437 de 2011
28

cuando se hace una reforma  

tanto el procedimiento, como la parte sustancial de muchas figuras de carácter administrativo. 

Sin embargo es la ley 1755 de junio 30 de 2015, quien entra a regular de manera especial el 

derecho fundamental de petición, desde el artículo 13, consagrando como un derecho que tienen 

las personas; así, el artículo 15 establece presentar peticiones en cualquiera de sus modalidades, 

verbalmente, o por escrito, o por cualquier otro medio idóneo y sin necesidad de apoderado, así 

como obtener información y orientación acerca de los requisitos que las disposiciones vigentes 

exijan para tal efecto.  

 

El desarrollo de la actual legislación, en resumidas cuentas, moderniza los conceptos anteriores 

sobre el tema, estableciendo las modalidades del derecho de petición, tiempos de resolución de 

las mismas, presentación, contenido de las peticiones, documentos reservados y la procedencia 

del derecho de petición ante organizaciones privadas en vías de proteger derechos 

fundamentales. 

 

2.1.2.1 El actuar negligente de la administración frente a la petición del administrado 

 

De acuerdo con los mandatos constitucionales, legales y de la administración pública, a la 

administración le corresponde un actuar diligente y oportuno en la solución de las peticiones de 

los administrados, tal como lo mandan los principios de las actuaciones y procedimientos 

administrativos que se consagra en el artículo 3 de la mencionada Ley 1437 de 2011; en 

particular, los de eficacia, economía y celeridad, los cuales son aplicables también a los trámites 

propios del derecho de petición; sin embargo, la administración en algunas ocasiones no es fiel a 

tales directrices y actúa en contra de los mismos, constituyendo actuaciones negligentes que 

pueden establecer la violación del derecho de petición por falta de contestación, puesto que éste 

es un derecho que le asiste al administrado, según lo establece el artículo 5, numeral 4;se ha 

                                                 
28 Congreso de la República de Colombia. Op. Cit. 
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dicho que estas actuaciones pueden generar dos posibles respuestas de manera implícita; el 

silencio se convierte en una respuesta; la primera, negativa, constituida por regla general bajo el 

artículo 83 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

(CPACA) mientras que la otra, la positiva, se consagra en el artículo 85 ejusdem, tal como se 

verá a continuación. 

 

2.1.3 Configuración del acto administrativo ficto positivo 

 

“La institución que se estudia tiene entonces un escenario concreto en el que se desarrolla: las 

actuaciones administrativas que se inician en virtud del ejercicio del derecho de petición en 

interés particular, por lo que es fácil deducir que los efectos del pronunciamiento que presume la 

ley son igualmente de alcance individual y subjetivo”
29

. 

 

El Consejo de Estado ha indicado que no cualquier petición puede configurar el silencio 

administrativo, como quiera que es indispensable que ésta “…cumpla con las cargas de claridad, 

precisión y concreción respecto del objeto mismo de aquello que se solicita, de tal manera que lo 

que se pida, admita, sin mayores dificultades de interpretación, una respuesta asertiva: positiva o 

negativa”
30

. 

 

2.1.3.1 La consagración del acto administrativo ficto positivo en el Decreto 1 de 1984 – Código 

Contencioso Administrativo 

 

El Código Contencioso Administrativo, decreto 01 de 1984 incluyó en el artículo 40, la respuesta 

negativa al decir en la última legislación vigente hasta el 1 de julio de 2012, que fuera el Decreto 

Extraordinario 2304 de 1989, “Transcurrido un plazo de tres meses contados a partir de la 

presentación de una petición sin que se haya notificado decisión que la resuelva, se entenderá 

que ésta es negativa”
31

. De igual manera sostiene que “La ocurrencia del silencio administrativo 

negativo no eximirá de responsabilidad a las autoridades ni las excusará del deber de decidir 

                                                 
29 Santofimio Gamboa, Jaime Orlando. “Tratado de Derecho Administrativo”. Universidad Externado de Colombia, 
Bogotá D.C., 2004. 
30 Consejo de Estado. “Sentencia 1995-01143” de 8 de marzo de 2007. Bogotá, D.C., 2007. 
31 Presidencia de la República de Colombia. Op. Cit. 
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sobre la petición inicial, salvo que el interesado haya hecho uso de los recursos de la vía 

gubernativa con fundamento en él, contra el acto presunto”. Por otro lado, la respuesta positiva 

fue consagrada en el artículo 41 ejusdem, diciendo que solamente en los casos expresamente 

previstos en disposiciones especiales, el silencio de la administración equivale a decisión 

positiva. Se entiende que los términos para decidir, comienzan a contarse a partir del día en que 

se inició la actuación. 

 

El acto positivo presunto podrá ser objeto de revocatoria directa en las condiciones que señalan 

los artículos 71, 73 y 74. 

 

En cuanto a la revocatoria directa enunciada en el último inciso del artículo 41 ya comentado, se 

puede indicar que las causales de revocatoria para los actos administrativos fictos presuntos 

positivos son aquellas consagradas en el artículo 69 del Código Contencioso Administrativo, 

siendo tres casos específicos: “1. Cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o 

a la ley. 2. Cuando no estén conformes con el interés público o social, o atenten contra él. 3. 

Cuando con ellos se cause agravio injustificado a una persona”
32

. En ese sentido, se 

complementa la regulación al tener en cuenta el artículo 73, donde se indica que los actos que 

resulten del silencio administrativo positivo, podrán ser revocados bajo las causales expuestas, y 

agrega una más para cuando el acto administrativo haya ocurrido por medios ilegales.  

 

En el artículo 74 se señala el procedimiento a seguir en el caso de la revocatoria de los actos; en 

ese punto se puede anotar que para los actos producto del silencio positivo se ordenará la 

cancelación de las escrituras que autoriza el artículo 42 y asimismo, iniciar las acciones penales o 

disciplinarias correspondientes. 

 

El beneficiario del silencio que hubiese obrado de buena fe, podrá pedir reparación del daño ante 

la jurisdicción en lo contencioso administrativo, si el acto presunto se revoca
33

. Esto conduce a lo 

consagrado en el artículo 42 del mencionado Decreto, donde se establece el procedimiento a 

seguir en el caso de invocar el silencio administrativo positivo, así la persona que se hallare en 

                                                 
32 Presidencia de la República de Colombia. Op. Cit. 
33 Presidencia de la República de Colombia. Op. Cit. 
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las condiciones previstas en las disposiciones legales que establecen el beneficio del silencio 

administrativo positivo, protocolizará la constancia o copia de que trata el artículo 5, junto con su 

declaración jurada de no haberle sido notificada una decisión dentro del término previsto. 

 

La escritura y sus copias, producirá todos los efectos legales de la decisión favorable que se 

pidió, y es deber de todas las personas y autoridades, reconocerla así. “Para efectos de la 

protocolización de los documentos de que trata este artículo, se entenderá que ellos carecen de 

valor económico”
34

. 

 

2.1.3.2 La consagración del acto administrativo ficto positivo en la Ley 1437 de 2011 - Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

 

La Ley 1437 de 2011,  Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (CPACA), que entró en vigencia en nuestro ordenamiento jurídico a partir del 02 

de julio de 2012, se creó con diversos objetivos en cuanto a la parte sustancial y procesal propias 

del Derecho Administrativo, entre ellas, el silencio administrativo. 

 

Según lo comentado en las memorias de presentación del CPACA, la discusión acerca del 

silencio administrativo fue ardua, especialmente porque después de las experiencias que ha 

tenido la administración, cabía preguntarse cuál debería ser la regla general de respuesta. En caso 

de omisión de la administración, se propuso una posición en la que la respuesta para este tipo de 

casos fuera positiva; sin embargo, hubo posturas contrarias que propendían por dejar las cosas tal 

como se encontraban, saliendo triunfantes éstas últimas. 

 

Un cambio importante es la consideración en cuanto al procedimiento respecto de cuándo queda 

en firme el acto administrativo positivo, donde se habla de la firmeza de éste, se da las causales 

que permiten que quede en firme, se consagra su presunción de legalidad, su carácter ejecutorio, 

el significado de carácter ejecutorio, acabando con aquella confusión que existía entre ejecutorio 

y ejecutividad, y ya simplemente se habla de ejecutorio, se unifica la terminología y se habla de 

                                                 
34 Presidencia de la República de Colombia. Ibid. 
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la pérdida de ejecutoriedad y otros temas bien interesantes que serán objeto de debate en su 

debido momento. 

 

De acuerdo con las consideraciones del órgano de cierre en el área contencioso-administrativa de 

Colombia, se promulgó la Ley 1437 de 2011 en la que a partir del artículo 83, se consagra el 

silencio administrativo, inicialmente en su modalidad negativa, que se mantiene como respuesta 

general al derecho de petición en caso de haberse presentado y no haber obtenido contestación en 

los tres meses siguientes, que de ocurrir no exime a la administración de la responsabilidad que 

acarree su acaecimiento ni tampoco del deber de resolver la petición, salvo que el interesado 

haya hecho uso de los recursos contra el acto presunto, o que habiendo acudido ante la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, se haya notificado auto admisorio de la demanda.  

 

Por su parte, la respuesta positiva fue consagrada en el artículo 84, donde se indica abiertamente: 

“Solamente en los casos expresamente previstos en disposiciones legales especiales, el silencio 

de la administración equivale a decisión positiva y se entiende que los términos para decidir 

comienzan a contarse a partir del día en que se inició la actuación. El acto positivo presunto 

podrá ser objeto de revocación directa en las condiciones que señalan los artículos 71, 73 y 74”
35

. 

 

En este orden de ideas, la respuesta excepcional por parte de la administración será la positiva, 

misma que se configura solo y únicamente cuando así lo disponga la ley y además, puede ser 

objeto de la revocatoria directa. 

 

El procedimiento para la consagración del silencio administrativo positivo, a su vez se introdujo 

en el artículo 85 de la ley en comento, “La persona que se hallare en las condiciones previstas en 

las disposiciones legales que establecen el beneficio del silencio administrativo positivo, 

protocolizará la constancia o copia de que trata el artículo 15, junto con una declaración jurada 

de no haberle sido notificada la decisión dentro del término previsto. La escritura y sus copias 

auténticas producirán todos los efectos legales de la decisión favorable que se pidió, y es deber 

                                                 
35 Presidencia de la República de Colombia. Op. Cit. 
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de todas las personas y autoridades reconocerla así. Para efectos de la protocolización de los 

documentos de que trata este artículo, se entenderá que ellos carecen de valor económico”. 

 

2.2 Aspectos preliminares sobre la configuración del acto ficto en la jurisprudencia 

colombiana
36

 

 

La jurisprudencia del Consejo de Estado, la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional 

han funcionado en Colombia como una fuente del Derecho; el problema principal es el valor que 

se le ha dado por parte del legislador y por los jueces al precedente, quienes han tenido 

problemas en adoptarlo como criterio para dirimir los asuntos que hacen presencia ante ellos. No 

ha sido fácil y hasta la actualidad se batalla entre la fuerza que tiene el derecho legislado con las 

interpretaciones dadas dentro de las sentencias; esto es un fenómeno que no solo se refleja en las 

actuaciones de los administradores de justicia, sino ante la administración en general, quien tiene 

una mirada lejana e incluso displicente por los conceptos que la jurisprudencia incorpora y que 

finalmente terminan obligándolos a proteger los derechos de los administrados, que en el caso de 

la consagración mediante el silencio administrativo positivo, pueden encontrarse en riesgo; así lo 

reconoce el mismo Consejo de Estado cuando aborda la situación de la revocatoria directa de 

este tipo de actos: el principal problema que sigue planteando la institución es el de la posibilidad 

de su revocatoria directa, como quiera que se está ante actos administrativos favorables, o lo que 

es igual, frente a derechos que han ingresado en el patrimonio del particular. Esta peculiaridad 

pone de manifiesto, la necesidad que tiene el ordenamiento de garantizar el principio de 

                                                 
36 El precedente jurisprudencial en el sistema de Derecho colombiano tiene una historia amplia a partir de las 
Cortes que han constituido los órganos de cierre de las diferentes jurisdicciones dado que éstas siempre han 
dictado sentencias como máximos recintos de la razón de la justicia, especialmente las dos más antiguas: el 
Consejo de Estado y la Corte Suprema de Justicia.  

Estos dos órganos colegiados se encargaron en su momento de producir jurisprudencia bajo un sistema de 
Derecho legislado, modelo que caracterizó el sistema jurídico colombiano a partir de la tradición continental 
europea. Sin embargo, con la Constitución Política de 1991 se crea una nueva instancia, la Corte Constitucional, 
organismo de cierre de la jurisdicción con el mismo nombre y que se encarga de la defensa de la carta política 
desde la interpretación de los casos cuando se trata de Sentencias de Constitucionalidad o, cuando se trata de 
Sentencias de Tutela, al abordar casos particulares que invocan la protección de derechos fundamentales 
vulnerados. 

En ese sentido, cuando se trata de una situación problemática por el ejercicio del derecho de petición ante la 
administración y la posible respuesta de la misma de manera ficta, hay dos órganos que pueden llegar a intervenir, 
tanto el Consejo de Estado, al ser órgano superior de la jurisdicción contencioso administrativa y la Corte 
Constitucional, como garante del derecho de petición y los posibles derechos que se encuentren consolidados al 
momento de crearse el acto ficto positivo. 
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seguridad jurídica y a su vez no permitir la existencia de decisiones contrarias a la legalidad. La 

nueva regulación abre la posibilidad para que la autoridad administrativa retire del ordenamiento 

jurídico el acto ficto, siempre y cuando reúna las exigencias que el mismo código exige
37

. 

 

Precisamente, esas situaciones de riesgo de derechos son las que la jurisprudencia constitucional 

en numerosos casos ha tratado de conjurar y es la razón que justifica un estudio como el que se 

presenta. 

 

2.3 El precedente del Consejo de Estado 

 

La creación del Consejo de Estado tiene una historia que se remonta al Decreto dictado por el 

libertador Simón Bolívar el 30 de octubre de 1817, como un órgano cuya finalidad se encuentra 

en el apoyo para la toma de decisiones administrativas y legislativas del Estado, pero solo hasta 

la Constitución de 1886, además de sus funciones consultivas, se le asigna las de máximo juez de 

la administración y tribunal supremo en materia de lo contencioso administrativo; aun así, en el 

año de 1905 es suprimido, y en 1914 se le restituye las funciones indicadas y que se encuentran 

en pie hasta el día de hoy.  Es importante anotar, que fue en el año de 1964, mediante el decreto 

528, en el que se trasladó al Consejo de Estado la cláusula general de competencia, que 

anteriormente ostentaba la Corte Suprema de Justicia. Antes del mencionado decreto, si tenía el 

conocimiento, pero por vía residual. 

 

Debido al antecedente histórico, es lógico que el Consejo de Estado cumpliera sus funciones bajo 

una perspectiva civilista de las fuentes de Derecho imperante durante el siglo XIX y parte del 

XX, donde el principio de legalidad colocaba a la ley como la fuente superior por encima del 

derecho internacional e, incluso, de la Constitución misma. En Colombia, este fenómeno jurídico 

se aseguró mediante la Ley 153 de 1887
38

 en su artículo 8, que indicaba “Cuando no hay ley 

exactamente aplicable al caso controvertido, se aplicará las leyes que regulen casos o materias 

semejantes, y en su defecto, la doctrina constitucional y las reglas generales de derecho”. Bajo 

esta óptica, la solución de los casos se dejaba a la aplicación eminente de la ley de manera 

                                                 
37 Presidencia de la República de Colombia. “Código Contencioso Administrativo”, Artículo 69. 2010. 
38 Congreso de la República de Colombia. “Ley 153 de 1887”. 
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silogística y por defecto se aceptaba la aplicación de la analogía, la doctrina constitucional y las 

reglas generales del Derecho. 

 

Este entender de las fuentes del Derecho fue a su vez trasladado a lo que se redactara en la 

Constitución Política de 1991 en el artículo 230, donde se puede leer “Los jueces, en sus 

providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley. La equidad, la jurisprudencia, los 

principios generales del derecho y la doctrina son criterios auxiliares de la actividad judicial”
39

 

 

Texto que a su vez reproduce de manera más exacta el pensamiento legalista acerca de la ley y su 

significado prevalente en el ordenamiento jurídico, aun por encima de otras fuentes del Derecho, 

en particular de la jurisprudencia, considerada como criterio auxiliar.  

 

El contexto descrito permitió que el Consejo de Estado emitiera sus sentencias en una 

perspectiva silogística; baste con analizar los requisitos y condiciones para acceder a la revisión 

de las decisiones bajo el recurso de casación, el cual se constituye en una técnica y práctica del 

silogismo judicial en toda regla, y que a su vez reproduce esta apreciación del Derecho mediante 

la jurisprudencia que la corporación emite. Esta postura se ha visto forzada a cambiar debido a la 

inclusión de conceptos como la supremacía constitucional, el precedente jurisprudencial, los 

derechos fundamentales y otros elementos que se tratará más adelante. 

 

A partir del año 2011 se ha visto un fenómeno denominado la relativización del precedente 

constitucional, situación patrocinada principalmente por la Ley 1395 de 2010 en su artículo 114, 

donde expresa “Las entidades públicas de cualquier orden, encargadas de reconocer y pagar 

pensiones de jubilación, prestaciones sociales y salariales de sus trabajadores o afiliados, o 

comprometidas en daños causados con armas de fuego, vehículos oficiales, daños a reclusos, 

conscriptos, o en conflictos tributarios o aduaneros, para la solución de peticiones o expedición 

de actos administrativos, tendrán en cuenta los precedentes jurisprudenciales que en materia 

ordinaria o contenciosa administrativa, por los mismos hechos y pretensiones, se hubiere 

proferido en cinco o más casos análogos”
40

 

                                                 
39 Congreso de la República de Colombia. Constitución Política de Colombia, 2013. 
40 Congreso de la República de Colombia. “Ley 1395 de 2010”. Bogotá, D.C., 2010. 
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Los apartes subrayados fueron declarados condicionalmente exequibles por la Corte 

Constitucional mediante Sentencia C – 539 de 6 de julio de 2011
41

, Magistrado Ponente Dr. Luis 

Ernesto Vargas Silva. Cabe destacar las consideraciones a la última expresión, donde la Corte 

indica que la condicionante se da en el entendido de que los precedentes jurisprudenciales a que 

se refiere la norma, deben respetar la interpretación vinculante que realice esta corporación y 

para el efecto recuerda las reglas acerca del precedente constitucional que se ha sentado por el 

órgano colegiado en sus pronunciamientos; en particular, el actuar que deben seguir las 

autoridades administrativas con respecto a las decisiones a adoptar cuando se trata de situaciones 

que ya han sido resueltas mediante la jurisprudencia. Este fallo aclara y recupera la autoridad de 

los fallos constitucionales en la materia; algunas de las reglas más importantes con relación a la 

relativización del precedente judicial son los siguientes: 

 

(iv) todas las autoridades administrativas deben aplicar las normas legales en acatamiento del 

precedente judicial de las Altas Cortes o fundamentos jurídicos aplicados en casos análogos o 

similares, aplicación que en todo caso debe realizarse en consonancia con la Constitución, norma 

de normas, y punto de partida de toda aplicación de enunciados jurídicos a casos concretos; 

(v) el respeto del precedente judicial por parte de las autoridades administrativas se fundamenta (a) 

en el respeto del debido proceso y del principio de legalidad en materia administrativa –art. 29, 121 

y 122 Superiores-; (b) en el hecho de que el contenido y alcance normativo de la Constitución y la 

ley es fijado válida y legítimamente por las Altas Cortes, cuyas decisiones hacen tránsito a cosa 

juzgada y tienen fuerza vinculante; (c) en que las decisiones de las autoridades administrativas no 

pueden ser arbitrarias y deben fundamentarse de manera objetiva y razonable; (d) en que el 

desconocimiento del precedente y con ello del principio de legalidad implica la responsabilidad de 

los servidores públicos (art. 6 y 90 C.P.); y (e) en que las actuaciones y decisiones de las 

autoridades administrativas deben respetar la igualdad de todos ante la ley –art. 13 C.P; 

(vi) si existe por tanto una interpretación judicial vinculante, las autoridades administrativas deben 

aplicar al caso en concreto similar o análogo dicha interpretación; ya que para estas autoridades no 

es válido el principio de autonomía o independencia, válido para los jueces; 

(x) los fallos de la Corte Constitucional tanto en ejercicio del control concreto como abstracto de 

constitucionalidad, hacen tránsito a cosa juzgada y tienen fuerza vinculante, en su parte resolutiva 

                                                 
41 Corte Constitucional de Colombia. “Sentencia C-539 de 6 de julio de 2011”. Magistrado Ponente Luis Ernesto 
Vargas Silva. Bogotá, D.C. 2011. 
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(erga ommes en el caso de los fallos de control de constitucionalidad de leyes, e inter partes para 

los fallos de tutela) y, en ambos casos, las consideraciones de la ratio decidendi tienen fuerza 

vinculante para todas las autoridades públicas; 

(xi) el desconocimiento del precedente judicial de las Altas Cortes por parte de las autoridades 

administrativas, especialmente de la jurisprudencia constitucional, implica la afectación de 

derechos fundamentales, y por tanto una vulneración directa de la Constitución o de la ley, de 

manera que puede dar lugar a (i) responsabilidad penal, administrativa o disciplinaria por parte de 

las autoridades administrativas, (ii) la interposición de acciones judiciales, entre ellas de la acción 

de tutela contra actuaciones administrativas o providencias judiciales
42

 

 

Otro intento de relativización del precedente es el que se realiza mediante el artículo 10 de la Ley 

1437 de 2011
43

, Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo, 

regulación que es directa en darle prevalencia a la interpretación realizada por la jurisprudencia 

contencioso-administrativa; así, el artículo prescribe: “Al resolver los asuntos de su competencia, 

las autoridades aplicarán las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias de manera 

uniforme a situaciones que tengan los mismos supuestos fácticos y jurídicos. Con este propósito, 

al adoptar las decisiones de su competencia, deberán tener en cuenta las sentencias de 

unificación jurisprudencial del Consejo de Estado en las que se interprete y aplique dichas 

normas”. En ese entendido, la jurisprudencia del Consejo de Estado desplaza a la constitucional 

en la importancia para ser aplicada en los casos. Frente a esta situación, la Corte Constitucional 

se pronuncia mediante la Sentencia C – 634 de  2011
44

, Magistrado Ponente Dr. Luis Ernesto 

Vargas Silva, donde aclara la interpretación adecuada para este artículo y, ante todo, devuelve a 

la jurisprudencia constitucional el valor que le corresponde como fuente del Derecho en 

Colombia: 

 

La solución de controversias en sede jurisdiccional no está sometida a la aplicación de una sola 

regla de derecho, sino que, antes bien, existen diversas disposiciones aplicables a cada caso. Esto 

sucede debido a que (i) pueden concurrir diversas reglas de la misma jerarquía que ofrecen distintas 

fórmulas de decisión; y (ii) con base en el principio de supremacía constitucional, el juez está 

obligado a aplicar, de manera preferente, las normas de la Constitución y demás pertenecientes al 

                                                 
42

 Corte Constitucional de Colombia. Op. Cit. 
43 Congreso de la República de Colombia. Op. Cit. 
44 Corte Constitucional de Colombia. Op. Cit. 
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bloque de constitucionalidad, en cada uno de los casos sometidos al escrutinio judicial. Por ende, 

debe adelantar un proceso de armonización concreta de esas distintas fuentes de derecho, a partir 

del cual delimite la regla de derecho aplicable al caso analizado, que en todo caso debe resultar 

respetuosa de la jerarquía del sistema de fuentes; (iii) no todas las disposiciones jurídicas están 

construidas a manera de una regla; es decir, el enunciado que a un precepto determinado le otorga 

una consecuencia jurídica definida, sino que también concurren en el ordenamiento otros 

contenidos que no responden a esa estructura, en especial los principios. Como se sabe, estos 

difieren de aquéllos en que no están construidos bajo el criterio precepto – sanción, sino que son 

mandatos de optimización que debe cumplirse en mayor medida posible, de lo que se sigue que no 

ofrecen respuestas particulares prima facie a casos específicos, como sí lo hacen algunas de las 

reglas. Así, el juez que resuelve un asunto particular debe dar lugar a estos principios en su 

razonamiento jurídico, a través del mencionado proceso de armonización; y (iv) es usual que para 

la solución de un caso concreto concurran diversas reglas que confieren alternativas diversas y/o 

encontradas de decisión, no exista una regla particular y concreta para solucionar el asunto o se esté 

ante la colisión entre principios o entre reglas y principios. Estos debates son, precisamente, el 

campo de trabajo del juez, quien resuelve esa problemática como paso previo a la adopción de una 

regla particular de derecho o ratio decidendi, que permita llegar a una decisión judicial que 

resuelva el problema jurídico planteado. 

 

En la misma sentencia en mención, la Corte también refirió al grado de vinculación para las 

autoridades judiciales del precedente jurisprudencial emitido por las altas cortes. Manifestó que 

resulta válido que dichas autoridades, merced de la autonomía que les reconoce la Carta Política, 

puedan en eventos concretos apartarse del precedente, pero en cualquier caso esa opción 

argumentativa está sometida a estrictos requisitos, entre otros: 

 

(i) hacer explícitas las razones por las cuales se aparte de la jurisprudencia en vigor sobre la materia 

objeto de escrutinio judicial; y (ii) demostrar suficientemente que la interpretación alternativa que 

se ofrece desarrolla de mejor manera los derechos, principios y valores constitucionales. Esta 

opción, aceptada por la jurisprudencia de este Tribunal, está sustentada en reconocer que el sistema 

jurídico colombiano responde a una tradición de derecho legislado, la cual matiza, aunque no 

elimina, el carácter vinculante del precedente, lo que no sucede con otros modelos propios del 

derecho consuetudinario, donde el precedente es obligatorio, basado en el principio del stare 

decisis. 
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Sin embargo, debe resaltarse que la opción en comento en ningún modo habilita a las 

autoridades judiciales para, en el ejercicio distorsionado de su autonomía, opten por desconocer el 

precedente, tanto de carácter vertical como horizontal, ante la identidad de supuestos jurídicos y 

fácticos relevantes, sin cumplir con los requisitos antes mencionados.... 

 

No sucede lo mismo cuando se trata de autoridades administrativas.  En este caso, habida cuenta 

que esos funcionarios carecen del grado de autonomía que sí tienen las autoridades judiciales, el 

acatamiento del precedente jurisprudencial es estricto, sin que resulte admisible la opción de 

apartarse del mismo. 

 

Ahora bien, es importante destacar que la misma norma acusada determina, como no podía 

hacerlo de otro modo, que las autoridades administrativas están sometidas a la aplicación 

uniforme de las normas constitucionales. Quiere ello decir, según los fundamentos jurídicos 

precedentes, que ese deber incorpora la obligación de que dichas autoridades utilicen las reglas 

de derecho, derivadas de la jurisprudencia constitucional, que fijan el contenido y alcance de las 

normas de la Carta Política.  Lo contrario significaría desconocer el artículo 241 C.P., norma que 

confía a la Corte la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución. Este precepto, junto 

con el artículo 243 C.P., no son fórmulas retóricas del Estatuto Superior, sino la fuente normativa 

del carácter autorizado y vinculante de las sub-reglas jurisprudenciales creadas por esta 

Corporación.  Por lo tanto, corresponde a las autoridades administrativas, en la toma de 

decisiones de su competencia, realizar un proceso de armonización concreta análogo al que se 

efectúa en sede judicial, el cual identifique y aplique los diversos materiales jurídicos relevantes 

al caso, fundado en una práctica jurídica compatible con la jerarquía del sistema de fuentes, el 

cual privilegia la vigencia de las normas constitucionales
45

 

 

Siendo así, se entenderá entonces, que las diferentes sentencias en las cuales se ha trabajado el 

acto ficto, constituyen no solo fuente del derecho, sino que ostentan un carácter vinculante, como 

se detallará más adelante. 

 

                                                 
45 Corte Constitucional de Colombia. Op. Cit. 
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2.4 El precedente de la Corte Constitucional 

 

La decisión de la Corte Constitucional contenida en la Sentencia C – 634 de  2011 evita que las 

decisiones en sede administrativa puedan dejar de lado el precedente constitucional al recordar 

las sub-reglas jurisprudenciales que se ha constituido acerca de la obligatoriedad del precedente 

y las consecuencias que trae su desconocimiento. 

 

Esta conceptualización se ha hecho necesaria, ya que, debido al fenómeno de la relativización del 

precedente, se ha podido observar cómo las autoridades administrativas e incluso, aquellas 

judiciales, se han apartado de los conceptos dados por la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional, pasando por el desacato de fallos de carácter subjetivo cuando se trata de 

sentencias en sede de tutela. 

 

Ese trato es lógico cuando la legislación que se erigiera como directriz de lo contencioso 

administrativo, Ley 1437 de 2011, desde su redacción, aparta a las sentencias de 

constitucionalidad de este ámbito; así se puede leer en el artículo 102 ejusdem, donde se aprecia 

el concepto de extensión de la jurisprudencia del Consejo de Estado: “Las autoridades deberán 

extender los efectos de una sentencia de unificación jurisprudencial dictada por el Consejo de 

Estado, en la que se haya reconocido un derecho, a quienes lo soliciten y acrediten los mismos 

supuestos fácticos y jurídicos”
46

 

 

Este enunciado solamente contempla las sentencias de unificación jurisprudencial dictadas por el 

órgano de cierre de la jurisdicción contencioso-administrativa, lo que, en principio, excluye otro 

tipo de sentencias. Tal postura tuvo que verse, una vez más, modulada por la Corte 

Constitucional mediante Sentencia C – 816 de 2011
47

, donde el inciso se declaró 

condicionalmente exequible en el entendido de que   

 

siendo plenamente ajustado a la Constitución, que la norma bajo estudio establezca el deber de las 

autoridades de extender los efectos de una sentencia de unificación jurisprudencial dictada por el 

                                                 
46

 Congreso de la República de Colombia. Op. Cit. 
47 Corte Constitucional de Colombia. “Sentencia C – 816” de 2011. Magistrado Ponente Dr. Mauricio González 
Cuervo. 
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Consejo de Estado con base en unos presupuestos determinados, no resulta ajustado a la Carta 

excluir el deber de extender los efectos del precedente constitucional dictado por la Corte 

Constitucional -tanto en control abstracto como concreto-, por ser violatorio de las competencias 

fijadas en los artículos 241 y 243 constitucionales. Por idéntica razón, se configura la misma 

omisión en el inciso del artículo 102 de la Ley 1437/11 integrado a la disposición demandada (…) 

 

Finalmente, la Corte decidió en la misma sentencia, que “las autoridades, al extender los efectos 

de las sentencias de unificación jurisprudencial dictadas por el Consejo de Estado e interpretar 

las normas constitucionales base de sus decisiones, deben observar con preferencia los 

precedentes de la Corte Constitucional que interpreten las normas constitucionales aplicables a la 

resolución de los asuntos de su competencia”. Esta idea permea hasta lo consagrado en el 

artículo 269 de la misma ley, donde se plasma el procedimiento para la extensión de 

jurisprudencia a terceros. 

 

2.5 El poder vinculante del precedente constitucional frente a las sentencias del Consejo de 

Estado 

 

La posición de la obligatoriedad del precedente se tuvo en cuenta en la Sentencia C – 588 de 

2012, la cual declaró la exequibilidad de todas las normas demandadas, reiterando las reglas 

contenidas en las Sentencias C-539 de 2011, C-634 de 2011 y C-816 de 2011; cabe resaltar lo 

dicho acerca del carácter vinculante del precedente jurisprudencial y su apartamiento justificado 

por parte de los funcionarios judiciales, para quienes reconoce la autonomía funcional. Así, 

recuerda que bajo la Sentencia C - 816 de 2011, donde a pesar de que admite la consagración de 

las fuentes del Derecho de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 230, también expresa que  

 

(ii) (…) las decisiones de la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Sala Disciplinaria 

del Consejo Superior de la Judicatura -autoridades de cierre de las correspondientes jurisdicciones- 

y la Corte Constitucional -en todos los casos, como guardián de la Constitución-, tienen valor 

vinculante por emanar de órganos diseñados para la unificación de la jurisprudencia, y en virtud de 

los principios de igualdad, buena fe y seguridad jurídica -CP, artículos 13 y 83-; (iii) 

excepcionalmente, el juez puede apartarse del precedente judicial vinculante de los órganos 

jurisdiccionales de cierre, mediante una argumentación explícita y razonada de su apartamiento, en 



30 

 

reconocimiento a la autonomía e independencia inherentes a la administración de justicia y al 

ejercicio de la función judicial -CP, artículo 228-
48

 

 

Entonces, para que se presente un apartamiento de la razón del precedente por parte de la 

administración, se hace con criterios de razón y de manera expresa, para lo cual deben mediar 

unas reglas que fueron plasmadas en el artículo 102 de la Ley 1437 de 2011, donde se indica 

cuáles son los fundamentos para negar la extensión de la jurisprudencia; estos son: “(i) necesidad 

de un período probatorio para refutar la pretensión del demandante; (ii) falta de identidad entre la 

situación jurídica del solicitante y la resuelta en la sentencia de unificación invocada; (iii) 

discrepancia interpretativa con el Consejo de Estado respecto de las normas aplicables -quien 

podrá decidirla, con los mismos efectos del fallo aplicado”. En todo caso, la negación de la 

solicitud de extensión jurisprudencial debe ser suficientemente motivada por la autoridad 

administrativa competente, al igual que ocurre cuando un juez se aparta de la jurisprudencia 

vinculante. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
48 Corte Constitucional de Colombia. Op. Cit. 
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3 DIAGNÓSTICO JURISPRUDENCIAL ACERCA DE LOS CRITERIOS DE 

CONFIGURACIÓN DEL ACTO ADMINISTRATIVO FICTO POSITIVO 

 

El concepto de línea jurisprudencial es complejo de definir dentro del ámbito del Derecho; el 

término ha sido empleado en Colombia desde dos posiciones: la primera, dentro de las mismas 

sentencias, donde se indica como línea jurisprudencial, el pensamiento que ha tenido una 

determinada Corte sobre un tema polémico de decisión, sea éste uniforme o no, con carácter de 

obligatoriedad, mientras otra es la idea que puede tomarse desde el punto de vista del análisis 

doctrinal y académico de la jurisprudencia, donde se considera como un método de investigación 

propio del Derecho, con una técnica centrada en el análisis de las sentencias, de manera 

individual y sistémica, que persigue la finalidad de establecer una serie de respuestas a un 

problema jurídico o socio jurídico en un contexto social y legislativo variante, en el que se 

produce la decisión judicial de una alta corte del país, mediante la evaluación de los conceptos 

incorporados. Esta técnica ha sido usada como medio de estructurar el sistema de precedente, en 

particular por la Corte Constitucional, quien a través de sus pronunciamientos ha permitido que 

se consolide como idea base para garantizar los derechos fundamentales establecidos en la 

Constitución Política de 1991. 

 

Es necesario aclarar que no es una técnica nueva; su origen se encuentra en el sistema conocido 

como Common Law, que se caracteriza por tener a la jurisprudencia como fuente principal del 

Derecho, considerando que las decisiones de los jueces son el lugar donde se observa su 

aplicación, por lo que es lógico que se construyera un sistema de precedentes para fundamentar 

la decisión judicial. Esta posición ha sido analizada por Jerzy Wróblewski, jurista polaco, quien 

distingue tres ideologías distintas de la adjudicación judicial: la ideología de la toma de 

decisiones judicial vinculada, la ideología del libre Toma de decisiones judiciales y, la ideología 

de la justicia jurídica y racional. Bajo estas tres perspectivas pretende clasificar las escuelas de 

pensamiento jurídico
49

 

 

La ideología de la toma de decisión judicial vinculada es el resultado del liberalismo político, 

que tiene por objeto salvaguardar los derechos de un ciudadano contra el Estado y otros 

                                                 
49 Siltala, Raimo. “A theory of precedent”. Hart Publishing, Portland, 2000. 
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ciudadanos, y positivismo legal
50

, en el sistema jurídico colombiano; tal visión del Derecho se 

empata con la visión de la escuela francesa exégètique.  

 

Los valores formales de libertad, seguridad jurídica y estabilidad y coherencia en la aplicación de 

la ley, son considerados los valores más altos que deben ser protegidos por el Estado. En virtud 

de tales premisas, el Derecho se concibe como un sistema cerrado, coherente y completo de 

normas generales y abstractas de origen estatutario, aprobado por el Parlamento. Normas 

estatutarias y disposiciones formalmente válidas de menor jerarquía son, además, la única fuente 

formalmente reconocida de ley.
51

 

 

“La ideología de la toma de decisiones judicial vinculada tiene una doctrina muy simple de las 

«fuentes» del derecho y se puede resumir brevemente: la única fuente primaria del derecho es un 

Estatuto en el sentido formal de este término; las decisiones deben basarse en normas legales”
52

 

 

Por lo tanto, se considera que la decisión, al ser emitida por el juez, solo es permeable a lo que 

plantee la ley como elemento aplicable; sin embargo, es admisible que el juez tenga un sentido 

discrecional restringido cuando la situación jurídica que se juzga le esboza a la norma, cuestiones 

que no han sido contempladas por ésta.  

 

En cuanto a la teoría de la toma de decisiones judiciales libres, contraria al tinte formalista del 

anterior planteamiento, tiene sus bases en diversos movimientos intelectuales como la libre 

investigación científica de François Gény en Francia, la Freirechtslehre o Freirechtsbewegung (el 

Derecho Libre) en Alemania, la jurisprudencia sociológica y el movimiento realista de los 

Estados Unidos y la ideología de Führerstaat de la Alemania nazi en los años treinta
53

. Agrupa a 

cualquier ideología judicial en la que el papel del juez se resalta y el papel del legislador es 

menospreciado en la creación de normas legales válidas. Como adherentes de la ideología de la 

libre toma de decisiones judiciales, Wróblewski menciona a Gény, Ehrlich, Kantorowicz, Heck, 

Schmitt y Bülow, entre otros. 

                                                 
50 Siltala, Raimo. Ibid. 
51

 Siltala, Raimo. Ibid. 
52 Wróblewski, Jerzy. The Judicial Application of Law. Springer International Publishing AG, 1992, p. 17. 
53 Siltala, Raimo. Op. Cit. 
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En esta clasificación se toma una posición crítica hacia las premisas formalistas del positivismo 

jurídico y la ideología de la toma de decisiones judicial vinculada. El profundo cambio que se ha 

producido en las técnicas legislativas en el siglo XX puede haber contribuido en parte, al 

nacimiento de tal anti-formalismo. Una mayor utilización de cláusulas generales en la legislación 

ha denotado una delegación más o menos abierta del poder normativo del legislador a los 

tribunales de justicia, y la creencia general en los valores formales del positivismo jurídico, 

también puede haber disminuido entre los ciudadanos. En lugar de las características formales de 

la ley, la ideología de la toma de decisiones judiciales libres subraya el carácter dinámico de la 

jurisdicción, su capacidad de respuesta a los problemas del mundo real „allá afuera‟. 

 

Aparte de las reglas estatutarias, Wróblewski enumera los siguientes valores como fuentes de 

derecho que son reconocidas por la ideología de la libre Toma de decisiones: práctica legal, 

reglas sociales, hechos sociales y regularidades sociales, Evaluaciones de hechos relacionados 

con la ley, evaluación de otros hechos, Evaluaciones y evaluaciones en general. Wróblewski 

también comenta brevemente sobre la doctrina americana de la „corazonada‟, o una evaluación 

irracional, basada en las emociones de los hechos concretos de que se trate y de la respuesta 

jurídica intuitiva del juez al mismo; pero su énfasis principal está en la doctrina europea del 

derecho libre. A pesar de su crítica severa, Wróblewski todavía considera que la ideología de la 

toma de decisiones judicial libre está mejor fundamentada que la alternativa vinculada
54

 

 

La tercera forma, denominada la ideología de la decisión judicial legal y racional, es definida por 

Wróblewski, con referencia a los dos valores formales de legalidad y racionalidad en la decisión 

judicial. Legalidad denota conformidad con los requisitos de la ley vigente, mientras que la 

racionalidad se refiere a las premisas externas de justificación legal, mediante la justificación 

externa de una decisión judicial; es decir, por referencia a las características epistémicas y 

axiológicas
55

 

 

                                                 
54 Siltala, Raimo. Op. Cit. 
55 Siltala, Raimo. Ibid. 
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Tal ideología judicial evita tanto la falacia ultranacionalista de la toma de decisiones judiciales 

estrictamente vinculada, como la falacia irracionalista de la toma de decisiones judiciales 

enteramente libres. Es menos restringido que el modelo de la ley formalmente vinculada, ya que 

deja margen para el uso de las evaluaciones judiciales como un requisito necesario de la justicia 

judicial y la justificación. Sin embargo, a diferencia del modelo de aplicación de la ley 

totalmente libre, la toma de decisiones legales y racionales no aprueba la concepción de la ley 

hecha por el juez; es decir, la creación de normas jurídicas generales y abstractas por parte de los 

tribunales. 

 

Estas tres visiones acerca de la clasificación de las ideologías sobre la decisión judicial llevan a 

establecer cuál es el papel del juez dentro de la actividad; si su parte discrecional se ve 

involucrada o si por el contrario, es posible llegar a prescindir de ella, para Jerzy Wróblewski, la 

tercera alternativa se torna como la más plausible, donde hay una aplicación de la ley morigerada 

por la intervención de los caracteres propios del juez y de los factores externos en los cuales se 

produce dicha decisión. 

 

3.1 Planteamiento de la línea jurisprudencial – análisis estático
56

 

 

El problema del precedente en Colombia se inserta a partir de la Constitución Política de 1991 y 

el artículo 230, donde se establece las fuentes del Derecho que van a regir el sistema jurídico 

colombiano, dándole primacía a la ley por encima de la jurisprudencia; no obstante, la 

Constitución, al mismo tiempo, en el artículo 239, indica la conformación de la Corte 

Constitucional, y en el artículo 241 establece sus tareas, encargándole en particular la labor de 

ser guarda de la integridad y supremacía de la Constitución, lo que abrió paso para que la Corte 

empezara a decidir sobre demandas de inconstitucionalidad concreta y abstracta, por medio de 

Sentencias C – Constitucionalidad, SU – Sentencias de unificación o unificadoras y T – 

Sentencias que deciden acciones de tutela, lo que sirvió al derecho jurisprudencial colombiano ya 

                                                 
56 Cuando se habla de la elaboración de una línea jurisprudencial, hay dos partes amplias que se puede apreciar: 
una de ellas es la elaboración del análisis estático, que consiste en el estudio individualizado por cada una de las 
sentencias seleccionadas para ser parte de la línea jurisprudencial, siendo entonces el momento en que se 
identifica los casos que se han presentado, las ratio, las obiter y las subreglas de importancia, así como los 
salvamentos de voto y aclaraciones de voto llevadas a cabo por los tribunales; este análisis producirá los insumos 
que posteriormente serán objeto del análisis dinámico.  
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que permitió se estatuyera en toda regla en un sistema de casos similar al manejado en los 

sistemas de tipo Common Law. 

 

Con el trascurrir de los años, se ha dictado numerosas sentencias respecto a diferentes casos en 

los cuales se han visto inmiscuidos temas como la integridad de la Constitución, la prevalencia, y 

la defensa de los derechos fundamentales en situaciones específicas. 

 

3.1.1 Problema jurídico de la línea
57

 

 

Como pregunta problema de la investigación y fungiendo en calidad de problema jurídico, se ha 

propuesto el siguiente interrogante: ¿Cuáles son los criterios que ha establecido la jurisprudencia 

de la Corte Constitucional para la configuración del acto administrativo ficto positivo cuando 

hay omisión o negligencia de la entidad encargada de dar respuesta a la petición de un 

administrado? 

 

3.1.2 Sentencia arquimédica 

 

3.1.2.1 Sentencia T – 527 de 2015 

Magistrada Ponente:  

Gloria Stella Ortiz Delgado 

 

3.1.2.1.1 Hechos 

 

                                                 
57 Al plantear la idea de un problema jurídico, aparecen diversos criterios; el más popular es el dado por Diego 
López Medina en su obra “El Derecho de los Jueces”. Puede conceptualizase como una pregunta que se plantea 
dentro de un caso, la cual guarda la característica de contemplar los hechos relevantes en relación con los 
derechos que se pretende sean protegidos y cuya respuesta puede ser dada desde al menos dos posturas, una que 
afirma la protección del derecho en esas condiciones y otra que la niega. Sin embargo, desde la definición, un 
problema jurídico no es tan claro como parece; por esta razón se encuentra diferencia entre el problema jurídico 
que plantean las sentencias de las diferentes Cortes, al que se plantea por parte de quien estudia un conjunto de 
casos que pretende sirvan para fundamentar un sistema de pensamiento de una determinada Corte, acorde con 
una pregunta problema.  

Desde otro punto, se puede considerar que el problema jurídico, cuando se construye desde la óptica de la 
persona que estudia la jurisprudencia, obedece a un planteamiento de carácter subjetivo, donde los intereses con 
respecto a un punto de Derecho, decidido por un conjunto de sentencias, puede llegar a permear la pregunta que 
se enuncia. 
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De manera general y con respecto al tema del derecho de petición, se indica por la Sentencia que 

los actores promovieron acción de tutela contra la Unidad Administrativa Especial de Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas (en adelante UARIV), tras considerar vulnerados sus 

derechos fundamentales de petición a la igualdad y al mínimo vital. 

 

3.1.2.1.2 Problemas jurídicos 

 

La Corte planteó los siguientes problemas jurídicos: 

 

- ¿La UARIV vulneró el derecho fundamental de petición de la señora Córdoba Moreno y del 

señor Medina Castillo, víctimas del conflicto armado, como consecuencia de la falta de respuesta 

a las peticiones radicadas por los accionantes? 

- ¿La UARIV vulneró el derecho al mínimo vital de los accionantes, víctimas del conflicto 

armado, al no haber resuelto de fondo sus solicitudes de ayuda humanitaria? 

 

3.1.2.1.3 Argumentos relevantes de la Corte 

 

Con respecto al silencio administrativo, esta sentencia aborda la diferencia entre esta figura y el 

derecho de petición, tal como se ve a continuación.  

 

La Corte Constitucional ha señalado que el silencio administrativo negativo es una figura creada 

por el Legislador para los casos en que el administrado no ha recibido respuesta de la 

administración frente a un requerimiento específico. Dicha figura consiste en que el administrado 

ha de asumir que el requerimiento elevado ante la autoridad debe entenderse negado, una vez 

agotado el plazo para su respectiva respuesta. Al respecto, esta Corporación ha dicho: 

 

La regla general en nuestro ordenamiento ha sido que, agotados los plazos que tiene la 

administración para dar respuesta a un requerimiento de carácter general o individual sin que 

aquélla se produzca, ha de entenderse negado el requerimiento. Esta figura ha sido 

denominada silencio administrativo negativo y consiste en una ficción para que, vencidos los 

plazos de ley sin una respuesta por parte de la administración, se genere un acto ficto por medio del 
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cual se niega la solicitud elevada, acto que el administrado puede recurrir ante la misma 

administración o la jurisdicción
58

. 

 

Como se puede observar, el silencio administrativo negativo es una expresión del derecho de 

petición, en tanto que se trata de un mecanismo para que el ciudadano haga valer sus derechos 

ante la administración de justicia “por cuanto no puede quedar indefinidamente a la espera de 

una respuesta por parte del ente estatal encargado de resolverla”
59

 

 

Ahora bien, aun cuando el silencio administrativo negativo es una expresión del derecho 

fundamental de petición, no puede entenderse que estas figuras puedan ser interpretadas de igual 

manera. La Corte Constitucional, al referirse a las diferencias existentes entre el silencio 

administrativo negativo y el derecho fundamental de petición, ha señalado lo siguiente:“El 

derecho de petición es una garantía constitucional que le (Sic) permite a los ciudadanos formular 

solicitudes respetuosas a las autoridades y obtener consecuentemente una respuesta pronta, 

oportuna  y completa sobre el particular, la cual debe necesariamente ser llevada al conocimiento 

del solicitante para que se garantice eficazmente este derecho”
60

 

 

“Desde este punto de vista, el derecho de petición involucra no solo la posibilidad de acudir ante 

la administración, sino que supone, además, un resultado de ésta, que se manifiesta en la 

obtención de una pronta resolución. Sin este último elemento, el derecho de petición no se 

realiza, pues es esencial al mismo”
61

 

 

“Por esta razón, el silencio administrativo no puede ser entendido como resolución o 

pronunciamiento de la administración, ya que éste no define ni material ni sustancialmente la 

solicitud de quien propone la petición, circunstancia que hace evidente que dentro del núcleo del  

derecho de petición, se concrete la materialización de una obligación de hacer por parte de la 

                                                 
58 Corte Constitucional de Colombia. “Sentencia C – 875”. Magistrado Ponente Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
Bogotá, D.C., 2011. 
59 Corte Constitucional de Colombia. Op. Cit., p. 2. 
60

 Corte Constitucional de Colombia. “Sentencia T – 301”. Magistrado Ponente Dr. Alejandro Martínez Caballero. 
Bogotá, D.C., 1998. 
61 Corte Constitucional de Colombia. Ibid. 
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administración, -la de contestar y comunicar-, que ha sido reconocida claramente por la doctrina 

constitucional”
62

 

 

Por lo anterior, asimilar ambas figuras de manera analógica, es una interpretación que desconoce 

el núcleo esencial del derecho fundamental de petición, toda vez que el silencio administrativo 

negativo carece de los elementos esenciales que lo conforman, a saber: la respuesta pronta, 

oportuna, completa y de fondo a lo solicitado por el ciudadano, así como el agotamiento de todos 

los medios para comunicar la decisión adoptada respecto de su solicitud. 

 

3.1.3 Nicho citacional 

 

Tabla 1. Sentencias que se va a analizar 

 

No. Sentencia Año  Corporación 

1 T - 527 2015 Corte Constitucional 

2 C - 875 2011 Corte Constitucional 

3 T - 236 2005 Corte Constitucional 

4 T - 772 2005 Corte Constitucional 

5 T - 272 2003 Corte Constitucional 

6 T - 447 2003 Corte Constitucional 

7 T - 948 2003 Corte Constitucional 

8 C - 431 2000 Corte Constitucional 

9 C - 304 1999 Corte Constitucional 

10 T - 275 1995 Corte Constitucional 

11 C - 328 1995 Corte Constitucional 

12 T - 099 1995 Corte Constitucional 

13 T - 119 1993 Corte Constitucional 

14 T - 124 1993 Corte Constitucional 

15 T - 355 1993 Corte Constitucional 

16 C - 464 1992 Corte Constitucional 

                                                 
62 Corte Constitucional de Colombia. Ibid. 
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3.1.4 Línea jurisprudencial 

Figura 1. Línea jurisprudencial 

Sí es 

procedente 

¿El acto administrativo ficto positivo procede en todos los casos donde no se efectúa una respuesta por 

omisión o negligencia de la entidad encargada de dar respuesta a la petición de un administrado? 

No es 

procedente 

  

                       

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: propia. 

T – 527 de 2015 

C – 875 de 2015 

T – 236 de 2005 

Protección parcial 

T – 772 de 2005 

C – 272 de 2003 

T – 447 de 2003 

Protección parcial 

T – 948 de 2003 

Protección parcial – el juez contencioso administrativo es el que debe 

declarar el silencio administrativo positivo 

C – 431 de 2000 

Protección al silencio administrativo para la administración 

C – 304 de 1999 
Garantía plena al silencio administrativo como respuesta de la 

administración 

T – 275 de 1995 

Protección del derecho de petición a copias 

C – 328 de 1995 

Protección al silencio administrativo para la 

administración 

 

T – 099 de 1995 

Protección al derecho de petición, no a la 

decisión de carácter ficto 

T – 119 de 1993 

T – 124 de 1993 

T – 355 de 1993 

El derecho de petición no se resuelve cuando no 

hay decisión de la administración 

C – 464 de 1992 

Protección del derecho de petición a copias 
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3.2 Análisis dinámico de la línea jurisprudencial
63

 

3.2.1 Posición de la Corte Constitucional en torno al acto administrativo ficto positivo 

como respuesta a la petición de un administrado, ratio decidendi
64

y obiter dicta
65

 

relevantes  

                                                 
63 Este análisis reviste un proceso diferente al análisis estático; una vez han sido establecidos de manera individual 
los problemas jurídicos, ratio decidendi, obiter dicta y subreglas, es necesario desarrollar un análisis en el cual 
todos estos elementos entren a ser evaluados en sus determinados contextos a fin de lograr establecer cuál es el 
criterio de la Corte para un problema jurídico, cómo ha variado su criterio, o si éste se ha mantenido constante a lo 
largo de los pronunciamientos, las posibles contradicciones tanto al interior del cuerpo colegiado como con otros 
órganos de cierre, lo que se ha conocido como el choque de trenes y en sí, la valoración contextualizada de las 
sentencias dadas por la Corte. 
64

 La ratio decidendi es propiamente la regla de la decisión. Es un enunciado concreto, contenido en la sentencia, 
que define el caso o el pleito, mediante la formulación de una regla (es decir, de un enunciado normativo especial 
que manda, permite o prohíbe algo), cuya aplicación genera la decisión o el resuelve del caso concreto. (Quinche 
Ramirez, 2014). 

Para la Corte Constitucional, en Sentencia T – 292 de 2006 “*…+ la ratio decidendi es la formulación del 
principio, regla o razón general de la sentencia que constituye la base de la decisión judicial, precisando además, 
que corresponde a aquellas razones de la parte motiva de la sentencia que constituyen la regla determinante del 
sentido de la decisión y de su contenido específico, o sea, aquellos aspectos sin los cuales sería imposible saber 
cuál fue la razón determinante por la cual la Corte Constitucional decidió en un sentido, y no en otro diferente, en 
la parte resolutiva”. 

Para el precedente, es importante distinguir entre ratio decidendi y obiter dicta, concepto que se verá 
posteriormente, puesto que la ratio comporta el punto de obligatoriedad que debe ser seguido por el juez como 
elemento del cual no puede apartar su decisión sin criterios suficientemente fundamentados.  

“La doctrina del precedente en este sentido se afirma en el efecto de autoridad de las decisiones previas; esto 
es, en la prédica según la cual los fallos anteriores, por lo menos una parte de los mismos, su ratio decidendi, 
pueden obligar a los tribunales posteriores, vinculación  que implica acogerse a lo decidido previamente, 
reconociendo de esta forma legitimidad al Derecho de creación judicial, a partir de una profunda aceptación a la 
individualidad y personalidad judicial, previo el agotamiento de las reglas que el sistema ha desarrollado para estos 
efectos, que en líneas generales y en relación con una visión formal del mismo, son resumidos en la concurrencia 
de dos claros elementos configurativos: la ratio decidendi y el obiter dictum” (Santofimio Gamboa, 2010). 

La ratio decidendihace referencia al componente de la decisión judicial que tiene la fuerza suficiente para 
obligar y vincular a futuro a las autoridades encargadas de resolver otros casos similares. Retomando la doctrina 
inglesa y entendiendo por precedente una declaración sobre un punto de Derecho, establecida en una sentencia 
judicial, y que se resume en la justificación del resultado que se alcanza en ese caso, entiende por ratio 
decidendi,la proposición o el conjunto de proposiciones de Derecho necesarias para disponer del caso conforme a 
los hechos que le dieron lugar. El concepto se edifica a partir de una simple proposición de Derecho, en la medida 
en que la ratio decidendi puede tener diversas formas de manifestación: sea construyendo una verdadera regla de 
Derecho; definiendo un concepto jurídico o, simplemente proponiendo un enunciado jurídico mucho más amplio, 
configurando las bases de un principio en Derecho. Ésta es la razón por la cual la doctrina inglesa prefiera hablar de 
“disposición del caso”al referirse a la ratio decidendi, dando a entender que materialmente la misma puede 
comprender diferentes sustancias o remedios jurídicos. (Whittaker, 2008). 

Según Santofimio Gamboa, lo trascendente en el concepto de ratio decidendi es también, y de manera 
significativa, el componente fáctico que hubiere motivado y llevado a la decisión correspondiente. Tan solo 
configurará la ratio,lo que corresponda en Derecho en relación con los hechos involucrados en ladecisión; lo 
demás, no es ni puede considerarse técnicamente como verdadera ratio, en cuanto no corresponde al análisis 
jurídico obvio y necesario para resolver en Derecho lo que corresponda en relación con los hechos del caso. Para el 
Derecho inglés, esto es significativo al momento de la construcción de un verdadero precedente, en lamedida en 
que las proposiciones jurídicas contenidas en una sentencia se supeditan; es decir, están determinadas por los 
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Después de haber realizado el análisis estático de las sentencias, se puede apreciar que el caso 

del silencio administrativo positivo ha sido tratado por la Corte Constitucional en 16 casos, que 

pueden ser apreciados como relevantes y pertinentes. 

 

La sentencia que abre las respuestas a la pregunta de si ¿El acto administrativo ficto positivo 

procede en todos los casos donde no se efectúa una respuesta por omisión o negligencia de la 

entidad encargada de dar respuesta a la petición de un administrado?, siguiendo la metodología 

de la sentencia arquimédica, es la T – 527 de 2015, donde se plantea dos problemas jurídicos; sin 

embargo, solo uno de ellos es tenido en cuenta, dada su relación con lo que se investiga. En ese 

sentido, la Corte revisa el caso respecto a la presentación del derecho de petición y, al no obtener 

respuesta, los actores promovieron acción de tutela contra la UARIV, tras considerar vulnerados 

sus derechos fundamentales de petición a la igualdad y al mínimo vital. En ese contexto la Corte 

plantea la pregunta de si la UARIV vulneró el derecho fundamental de petición de la señora 

Córdoba Moreno y del señor Medina Castillo, víctimas del conflicto armado, como consecuencia 

de la falta de respuesta a las peticiones radicadas por los accionantes. 

 

De las consideraciones hechas para resolver el asunto con respecto al silencio administrativo, la 

Corte diferencia entre esta figura y el derecho de petición.  

                                                                                                                                                             
hechos del caso; de aquí que, la fuerza vinculante del precedente, o para un mejor entendimiento, de la ratio 
decidendi, " ... depende de su relación con los hechos del fallo en el cual ellos fueron declarados y de su relación 
con los hechos del juicio en que posteriormente se alega su aplicación ... " (Whittaker, 2008). 
65 A diferencia de la ratio decidendi, la obiter dicta se considera como todos aquellos otros argumentos que son 
necesarios para fundamentar la decisión a ser adoptada por la Corte, pero su carácter no es fundamental para la 
misma; cumplen funciones como explicación y profundización de los puntos que sostienen la decisión.  

La estructura argumentativa de la Corte Constitucional en sus providencias, usualmente tiene un carácter 
inductivo; desde esa concepción aborda las ideas más generales desde las cuales plantar los argumentos para 
luego construir uno definitivo que permite responder al problema jurídico, protegiendo o no una cantidad 
determinada de derechos. “El obiter dicta es la parte más extensa de los fallos y consiste en el conjunto de frases y 
enunciados contenidos en la parte considerativa de las sentencias, que cumplen distintas funciones textuales, 
como pueden ser las descripciones, las reconstrucciones temáticas, las explicaciones, la presentación de los 
argumentos, la aplicación de los tests constitucionales, las referencias autorales, doctrinales o de autoridad, las 
referencias y desarrollos del derecho comparado, etc.” (Quinche Ramirez, 2014). 

Por su parte, desde el Derecho inglés, donde se produce efectivamente la creación de conceptos como las 
obiter dicta, por ser un derecho de carácter casuístico y jurisprudencial se considera que “el obiter dictum, al 
contrario de la ratio decidendi, configura el componente o elemento de la sentencia que no obliga, pero que dadas 
las circunstancias, básicamente jurídicas, nunca fácticas, fueron necesarias de incluir en la providencia dada su 
fuerza de persuasión; es decir, se ubican en este apartado, todas aquellas proposiciones de Derecho que carecen 
de la fuerza de la ratio decidendi, en cuanto no corresponden con el análisis fáctico del caso puesto a 
consideración del juzgador” (Whittaker, 2008). 
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La Corte Constitucional ha señalado que el silencio administrativo negativo es una figura creada 

por el Legislador para los casos en los que el administrado no ha recibido respuesta de la 

administración frente a un requerimiento específico. Dicha figura consiste en que el administrado 

ha de asumir que el requerimiento elevado ante la autoridad debe entenderse negado, una vez 

agotado el plazo para su respectiva respuesta
66

A su vez esta sentencia se fundamenta en otra 

providencia de la misma corporación, la Sentencia C – 875 de 2011, y enuncia: 

 

La regla general en nuestro ordenamiento ha sido que, agotados los plazos que tiene la 

administración para dar respuesta a un requerimiento de carácter general o individual sin que 

aquella se produzca, ha de entenderse negado el requerimiento. Esta figura ha sido 

denominada silencio administrativo negativo, y consiste en una ficción para que, vencidos los 

plazos de ley sin una respuesta por parte de la administración, se genere un acto ficto por medio del 

cual se niega la solicitud elevada, acto que el administrado puede recurrir ante la misma 

administración o la jurisdicción. (Negrillas y subrayas fuera del texto original de la sentencia). 

 

Como se puede observar, el silencio administrativo es una expresión del derecho de petición, en 

tanto que se trata de un mecanismo para que el ciudadano haga valer sus derechos ante la 

administración de justicia “por cuanto no puede quedar indefinidamente a la espera de una 

respuesta por parte del ente estatal encargado de resolverla”
67

, y aclara la definición con la ya 

citada Sentencia T – 301 de 1998, enfatizando en la pronta resolución, como elemento sustancial 

que defiende la Sentencia T – 567 de 1992
68

. 

 

A raíz de las sentencias precedentes, se hace necesario analizar la Sentencia C – 875 de 2011
69

; 

en esta providencia se demandó la Ley 1437 de 2011, por la cual se expide el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, Artículo 52, como sigue:  

 

Caducidad de la facultad sancionatoria. Salvo lo dispuesto en leyes especiales, la facultad que 

tienen las autoridades para imponer sanciones, caduca a los tres (3) años de ocurrido el hecho, la 

                                                 
66 Corte Constitucional. “Sentencia T – 527” de 2015. Magistrada Ponente Gloria Stella Ortiz Delgado. 
67 Corte Constitucional. Ibid. 
68 Corte Constitucional. “Sentencia T – 567” de 1992. Magistrado Ponente José Gregorio Hernández Galindo. 
69 Corte Constitucional. “Sentencia C – 875” de 2011. Magistrado Ponente Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
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conducta u omisión que pudiere ocasionarlas, término dentro del cual el acto administrativo que 

impone la sanción debe haber sido expedido y notificado. Dicho acto sancionatorio es diferente de 

los actos que resuelven los recursos, los cuales deberán ser decididos, so pena de pérdida de 

competencia, en un término de un (1) año contado a partir de su debida y oportuna interposición. Si 

los recursos no se deciden en el término fijado en esta disposición, se entenderán fallados a favor 

del recurrente, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial y disciplinaria que tal abstención 

genere para el funcionario encargado de resolver.  

Cuando se trate de un hecho o conducta continuada, este término se contará desde el día 

siguiente a aquel en que cesó la infracción y/o la ejecución.  

La sanción decretada por acto administrativo prescribirá al cabo de cinco (5) años contados a 

partir de la fecha de la ejecutoria. 

 

Bajo ese marco de legalidad, la Corte considera que en la providencia se debe determinar si el 

plazo que contempla la norma parcialmente acusada para resolver el recurso de apelación en los 

procesos administrativos de carácter sancionador y la consecuencia por su no resolución en 

tiempo, se ajusta a la normativa constitucional. 

 

La ratio decidendi de la sentencia en comento se transcribe a continuación, en particular por ser 

clara y específica en cuanto a lo que corresponde al silencio administrativo positivo. Al respecto 

la Corte explica: 

 

El legislador, en el nuevo Código Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011, introdujo en el 

texto acusado, una nueva hipótesis en la que la ausencia de respuesta de la administración frente a 

un requerimiento específico del administrado, en este caso, la interposición de un recurso, se 

entiende resuelto a su favor.  

Excepcionalmente, el legislador puede determinar que la ausencia de respuesta se entienda 

resuelta a favor de quien la presentó, figura que se conoce con el nombre de silencio administrativo 

positivo. En este evento, la omisión de respuesta genera a favor del interesado su resolución en 

forma afirmativa, la que se debe protocolizar en la forma en que lo determina el artículo 42 del 

Código Contencioso Administrativo, actualmente vigente, para hacer válida su pretensión.  

 

En términos constitucionales, se puede definir la figura del silencio administrativo como una 

herramienta que el legislador ha dispuesto para que el ciudadano pueda: i) hacer valer sus derechos 
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ante la administración de justicia, en el caso del silencio administrativo negativo, por cuanto no 

puede quedar indefinidamente a la espera de una respuesta por parte del ente estatal encargado de 

resolverla, hecho que hace necesario crear un mecanismo para que pueda acudir ante la misma 

administración recurriendo el acto ficto o ante la jurisdicción o, ii) ver satisfechos sus derechos 

ante la omisión de la administración, en el caso del silencio administrativo positivo, en la 

medida en que el mutismo de aquella concreta en su cabeza un derecho. 

[…] 

Se puede afirmar, por tanto, que, ante la ausencia de un pronunciamiento de fondo frente a las 

peticiones de carácter general o particular, en los términos del artículo 23 constitucional, el Estado 

debe crear mecanismos que le permitan al ciudadano satisfacer sus derechos, ante su violación por 

parte de la administración, bien i) recurriendo ante la jurisdicción la negativa ficta o, ii) entender 

que la administración resolvió favorablemente sus pretensiones. Por esta vía, se garantiza, entre 

otros, el derecho que tiene toda persona de acudir a la administración de justicia para controvertir 

las decisiones de las autoridades públicas, derecho fundamental expresamente consagrado en el 

artículo 229 de la Constitución y que resulta obstruido por la falta de una respuesta estatal 

susceptible de ser recurrida en la vía gubernativa o ante la jurisdicción. 

[…] 

Uno de esos efectos, sin lugar a dudas, es la procedencia del silencio administrativo positivo, 

como en el caso objeto de estudio, en donde la administración pierde la competencia para resolver 

el recurso interpuesto y el ciudadano que ha recurrido la decisión sancionatoria queda exonerado de 

la responsabilidad administrativa. En últimas, es un apremio para la administración negligente. Así 

lo ha reconocido esta Corporación en otras decisiones al prescribir que: 

  

El silencio administrativo positivo opera de manera excepcional y su consagración legal es 

taxativa. Consiste en la presunción legal en virtud de la cual, transcurrido un término sin que la 

administración resuelva, se entienden concedidos la petición o el recurso. Su finalidad es agilizar la 

actividad administrativa bajo criterios de celeridad y eficiencia. Constituye no sólo una garantía 

para los particulares, sino una verdadera sanción para la administración morosa.
70

 

[…] 

La procedencia del silencio administrativo positivo, en el caso en análisis, se considera 

razonable y proporcional, en la medida en que los intereses del Estado están protegidos cuando es a 

                                                 
70 Corte Constitucional. “Sentencia C – 328” de 1995. Magistrado Ponente Eduardo Cifuentes Muñoz. Bogotá, D.C. 
1995. 
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éste al que le corresponde resolver el recurso contra el acto sancionatorio y para ello cuenta con los 

elementos para hacerlo y pende sólo de su actividad. 

[…] 

La Sala insiste en que la incorporación del silencio administrativo positivo, en los términos del 

precepto acusado, garantiza el derecho al debido proceso del ciudadano investigado y castiga la 

omisión del funcionario encargado de conocer la actuación. Se invierte así, una carga que aún hoy 

debe soportar el ciudadano, toda vez que, en el código vigente, le corresponde a éste acudir ante la 

jurisdicción para desvirtuar las razones fictas de la negación del recurso, mientras que la 

administración, pese a tener los elementos para emitir una decisión, guarda silencio, contrariando 

los presupuestos mismos de la organización estatal que tiene entre sus fundamentos el respeto por 

los derechos y garantías de los asociados.  

En otros términos, las consecuencias por las omisiones de la administración deben ser 

soportadas por ésta y no por el ciudadano, razón que justifica la intervención del legislador para 

decidir en qué casos ha de entenderse el asunto resuelto a favor del ciudadano y cuando éste, pese a 

la negligencia estatal debe soportar cargas tales como acudir a la jurisdicción para que en dicha 

sede le resuelvan su derecho. Esta decisión del legislador debe consultar los intereses en discusión, 

para que la misma pueda calificarse de razonada y proporcional. 

[…] 

El silencio administrativo positivo, salvo en las circunstancias excepcionales como la fuerza 

mayor o el caso fortuito que justifiquen la mora en la resolución del recurso, resulta un medio 

idóneo para conseguir la finalidad que persigue el legislador: la inversión de la carga que antes 

pesaba para el ciudadano de demandar el acto ficto mediante el cual se entendía negado el recurso. 

Es decir, el silencio positivo, en el caso en análisis y con la salvedad hecha, es efectivamente 

conducente para alcanzar el fin propuesto por el precepto, en este caso, soliviar las cargas 

impuestas a los administrados por la inactividad o desidia del Estado al dejar de responder una 

solicitud, en este caso, un recurso. 

 

A partir de este punto, las sentencias de la Corte usan como referencia el antiguo Código 

Contencioso Administrativo, dado que la Ley 1437 aún no había sido expedida; pese a ello, la 

figura del silencio administrativo era vigente y en esencia, se corresponde a la definida por la ley 

prenombrada, por lo que en el nivel conceptual no hay mayores diferencias. 
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En el año 2005 la Corte emitió la Sentencia T – 236
71

, con ponencia del Dr. Álvaro Tafur Galvis, 

en la cual se discutía el caso de un accionante que instauró acción de tutela el 30 de agosto de 

2004 contra el Ministerio de Trabajo al estimar vulnerados sus derechos fundamentales a la vida, 

de petición, a la protección y asistencia a la tercera edad, a la salud, y los de los trabajadores 

(C.P., Arts. 11, 23, 46, 49 y 53). Manifiesta que radicó un escrito en el mes de abril de 2004 (sin 

precisar el día) en el Ministerio accionado, solicitando copia de los conceptos emitidos por esa 

entidad respecto a las reestructuraciones de la Secretaría de Tránsito y Transporte de Bogotá 

llevadas a cabo en los años 1997 y 2001. Dicha solicitud no obtuvo respuesta, por lo que fue 

reiterada el 5 de mayo de 2004. El 25 de mayo de 2004, la Coordinadora del Grupo de 

Administración Documental (e) del Ministerio le solicitó al peticionario, para efectos de atender 

su solicitud, que especificara la fecha exacta de los documentos requeridos y éste le informó, el 4 

de junio de 2004, que la fecha correspondiente a la reestructuración del año 2001 era el 30 de 

abril, pero omitió proporcionar el dato respecto de la reestructuración de 1997 “para que la 

respuesta fuera más rápida”; sin embargo, sostiene que “en estos momentos es para el Sindicato 

importante que se nos suministre también el concepto que emitieron en el año 1997, el cual debió 

ser emitido en el mes de marzo del mismo año”. Ante la ausencia de una respuesta, instauró la 

tutela con el fin de que se ordenara al Ministerio que le respondiera sus peticiones. 

 

Por su parte, a la Corte le corresponde establecer si se respetó el derecho fundamental de petición 

del accionante con el trámite dado por el Ministerio accionado a sus solicitudes formuladas en 

abril y mayo del año 2004, mediante las que pretendía adquirir copia de unos conceptos emitidos 

por esa entidad, relativos a las reestructuraciones que se adelantó en la Secretaría de Tránsito y 

Transporte de Bogotá. 

 

Para solucionar el interrogante, en la Sentencia en comento, la Corte indica:  

 

El artículo 22 del Código Contencioso Administrativo, subrogado por el artículo 25 de la Ley 57 de 

1985, estableció una modalidad de silencio administrativo positivo -especial- para los casos en los 

que las autoridades no respondan las peticiones que se les formulen para consultar los documentos 

que reposen en las oficinas públicas y obtener copias de los mismos. 

                                                 
71 Corte Constitucional. “Sentencia T – 236” de 2005. Magistrado Ponente Álvaro Tafur Galviz. Bogotá, D.C. 2005. 
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[…] 

De manera pues que, cuando una persona eleva una solicitud, dirigida a obtener copia de unos 

documentos públicos que no estén sujetos a reserva, y no recibe una respuesta oportuna y de fondo 

o material, que no es otra que la real y efectiva entrega de las copias solicitadas, previo el pago de 

costo por su expedición, si la cantidad lo amerita, operará el referido silencio administrativo 

positivo, que equivale a una decisión administrativa favorable a la petición formulada por el 

interesado, lo que lo convierte en una manifestación del derecho de petición de rango 

constitucional, como una forma concreta del mismo y, por lo tanto, su vulneración o amenaza por 

una autoridad pública puede ser objeto de acción de tutela. 

[…] 

Otra forma de contrariar el derecho de petición, en cuanto a su núcleo esencial, se circunscribe a 

la exigencia de requisitos adicionales a la simple solicitud de expedición y entrega de las copias, 

cuando ya ha operado el silencio administrativo especial al que se ha hecho referencia (Ley 57 de 

1985, art. 25), pues se repite, su entrega debe hacerse dentro de los tres (3) días inmediatamente 

siguientes, sin necesidad de que medie otro requisito. Ello es así comoquiera que la efectividad del 

derecho a obtener copias, es una manifestación concreta del derecho a obtener pronta resolución a 

las peticiones formuladas, que también hace parte del núcleo esencial del derecho de petición (C.P., 

art. 23). 

 

En el mismo año se muestra como hito la sentencia T – 772 de 2005
72

, la cual trata el tema del 

silencio administrativo positivo en la aplicación en el régimen de servicios públicos, con 

ponencia del Dr. Rodrigo Escobar Gil; el caso que se plantea tiene origen en los siguientes 

hechos:  

 

1. Señala el accionante que mediante la Resolución DFU-0023 del 30 de octubre de 2002, la 

Empresa de Energía de Cundinamarca S.A. E.S.P. le impuso en calidad de propietario de un 

inmueble ubicado en Fusagasugá, una sanción pecuniaria por haber aumentado sin autorización de 

la empresa la carga instalada por encima de la contratada y le ordenó el pago de los consumos 

dejados de facturar como consecuencia del fraude, así como del costo de la revisión técnica de las 

instalaciones eléctricas.  

                                                 
72 Corte Constitucional. “Sentencia T – 772” de 2005. Magistrado Ponente Jose Rubelio Romero. Bogotá, D.C. 2005. 
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2. Manifiesta que el 12 de noviembre de 2002 interpuso en tiempo los recursos de la vía 

gubernativa en contra del mencionado acto administrativo, los cuales fueron rechazados de manera 

extemporánea mediante la Resolución DFU-0023 del 11 de diciembre de 2002.  

3. Sosteniendo que desde el 3 de diciembre se había configurado el silencio administrativo positivo 

a su favor, el 22 de abril y el 26 de mayo de 2004 solicitó su reconocimiento ante la empresa 

accionada junto con la revocatoria del acto administrativo que impuso la sanción. Con la misma 

pretensión anterior acudió el 14 de mayo de 2004 ante la Superintendencia de Servicios Públicos 

Domiciliarios.  

4. Asevera que, a pesar de que ninguna de las citadas peticiones le ha sido resuelta, la empresa 

accionada le suspendió el servicio de energía eléctrica desde el mes de junio del 2004. 

 

La Corte se centra en determinar si la empresa accionada vulneró los derechos fundamentales de 

petición y debido proceso del recurrente, cuando rechazó los recursos de la vía gubernativa, 

argumentando no haber cumplido con los requisitos exigidos por el artículo 50 del Código 

Contencioso Administrativo. Las consideraciones de la Corte al respecto plantean la solución del 

caso bajo términos que precisan la aplicación del silencio administrativo en materia de servicios 

públicos.  

 

El artículo 152 de la Ley 142 de 1994
73

 señala que los usuarios o suscriptores de servicios 

públicos domiciliarios pueden presentar a la empresa peticiones, quejas y recursos relativos al 

contrato de servicios públicos; de no ser resueltas dentro de los quince (15) días hábiles 

siguientes a su presentación conforme lo estipula el artículo 158 de la misma ley, estas 

peticiones, quejas y recursos serán entendidos como resueltos a favor del peticionario. Frente a 

este evento, la regulación especial señala que la propia entidad deberá dictar el acto 

administrativo que reconozca al suscriptor o usuario los efectos que produjo dicha figura dentro 

de las setenta y dos (72) horas siguientes al vencimiento del término. 

 

Ahora bien, la Corte ha sostenido reiteradamente que no es procedente la acción de tutela para 

solicitar el reconocimiento de los efectos derivados de este silencio administrativo positivo, ya 

que la regulación especial en materia de servicios públicos prevé otro medio de defensa para ello.  

En efecto, el artículo 158 de la Ley 142 dispone un procedimiento administrativo a cargo de la 

                                                 
73 Congreso de la República de Colombia. “Ley 142 de 1994” Bogotá, D.C., 1994. 
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Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios para exigir los efectos derivados de la 

ocurrencia de un silencio administrativo positivo, así como para solicitar la imposición de las 

sanciones a las empresas que se abstengan injustificadamente de reconocer sus efectos. Dicho 

procedimiento administrativo se encuentra previsto en el artículo 123 del Decreto 2150 de 

1995
74

, que reglamenta el citado artículo 158 de la Ley 142 de 1994
75

: 

 

Artículo 123. Ámbito de aplicación de la figura del silencio administrativo positivo, contenida en el 

artículo 158 de la Ley 142 de 1994. “De conformidad con lo establecido en el artículo 158 de la 

Ley 142 de 1994, toda entidad o persona vigilada por la Superintendencia de Servicios Públicos, 

prestadora de los servicios públicos domiciliarios de que trata la citada ley, tiene la obligación de 

resolver las peticiones, quejas y recursos que presenten los suscriptores o usuarios en desarrollo de 

la ejecución del contrato de servicios públicos, dentro de un término de quince (15) días hábiles, 

contados a partir de la fecha de su presentación. 

Pasado ese término, salvo que se demuestre que el suscriptor o usuario auspició la demora o que 

se requirió la práctica de pruebas, se entenderá que la petición, queja o recurso ha sido resuelto en 

forma favorable. Dentro de las setenta y dos (72) horas siguientes al vencimiento del término de los 

quince (15) días hábiles, la entidad prestadora del servicio público domiciliario reconocerá al 

suscriptor o usuario los efectos del silencio administrativo positivo. Si no lo hiciere, el peticionario 

podrá solicitar de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, la imposición de las 

sanciones a que haya lugar conforme a la ley, sin perjuicio de que ella adopte las decisiones que 

resulten pertinentes para hacer efectiva la ejecutoriedad del acto administrativo presunto. 

Parágrafo. Para los efectos del presente capítulo, se entiende que la expresión genérica de 

"petición", comprende las peticiones en interés particular, así como las quejas y los recursos que 

presente un suscriptor o usuarios. 

 

Así, siendo la acción de tutela un mecanismo de amparo subsidiario y residual, ella resulta 

improcedente ante la existencia de este medio de defensa especialmente previsto para hacer 

efectivo el silencio administrativo positivo a favor del usuario. Al respecto, vale la pena 

comentar que la Corte no protege el silencio administrativo positivo, sino el derecho de petición 

                                                 
74 Presidencia de la República de Colombia. “Decreto 2150 de 1995”. Bogotá, D.C., 1995, p. 39. 
75 Congreso de la República de Colombia. Op. Cit., p. 557 
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y su respuesta, dado que no le es posible forzar la respuesta, sea ésta de una u otra manera, como 

lo sostiene en la Sentencia T – 447 de 2003
76

: 

 

Por eso, el mecanismo de protección administrativo que surge con ocasión de la ocurrencia del 

silencio administrativo positivo se presenta, para este caso, como el mecanismo de defensa más 

garantista de los derechos de petición y debido proceso de la actora, pues a través de la 

intervención de la Superintendencia de Servicios Públicos, en los términos que establece la Ley 142 

de 1994 y el Decreto 2150 de 1995, no sólo se resolverá la solicitud como tal, sino que se podrá 

garantizar -en caso de que se demuestre que en realidad operó el silencio administrativo positivo- 

que el contenido mismo de la respuesta que deba dar la empresa accionada sea favorable a los 

intereses de la actora. 

 

Teniendo en consideración que la demandante solicita al juez de tutela el reconocimiento de los 

efectos derivados del silencio administrativo positivo que a su juicio fueron producidos por la no 

solución oportuna de los recursos de reposición y en subsidio de apelación que presentó, la Sala 

de Revisión considera que este mecanismo de amparo constitucional resulta improcedente para 

proteger los derechos invocados.  

 

De acuerdo con la jurisprudencia constitucional citada, la demandante debe acudir ante la 

Superintendencia de Servicios Públicos para hacer efectiva la ejecutoriedad del acto presunto 

conforme al artículo 158 de la Ley 142 de 1994 y al artículo 123 del Decreto 2150 de 1995. La 

regulación especial en materia de servicios públicos ha dispuesto este procedimiento 

administrativo encaminado justamente a decidir la controversia que el actor plantea 

equivocadamente a través de la acción de tutela. 

 

Por su parte, la sentencia T – 272 de 2003
77

 muestra un caso similar al anterior en materia de 

servicios públicos; en éste se discute una situación en la cual la ciudadana Claudia Ángela 

Navarro Acevedo presentó demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 123, parcial del 

Decreto-ley 2150 de 1995 por el cual se suprime y reforma regulaciones, procedimientos o 

                                                 
76

 Corte Constitucional. “Sentencia T – 447” de 2003. Magistrado Ponente Rodrigo Escobar Gil. Bogotá, D.C., 2003. 
77 Corte Constitucional. “Sentencia T – 272” de 2003. Magistrado Ponente Alfredo Beltrán Sierra. Bogotá, D.C., 
2003. 
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trámites innecesarios existentes en la Administración Pública, mismo que se discutió en la 

sentencia anterior. 

 

La ciudadana demandante considera que el Presidente de la República desbordó las precisas 

facultades extraordinarias concedidas por el artículo 83 de la Ley 190 de 1995
78

, al expedir el 

artículo 123 del Decreto-ley 2150 de 1995 demandado, por cuanto las facultades se circunscriben 

a la supresión o reforma de procedimientos o trámites innecesarios existentes en la 

Administración Pública, y las empresas de servicios públicos domiciliarios no forman parte de la 

misma, ni la actividad que desarrollan puede ser catalogada como función administrativa. Por lo 

tanto, el Ejecutivo no podía entrar a regular la aplicación de la figura del silencio administrativo 

positivo en dichas empresas, sin desbordar los estrictos y precisos términos señalados en la ley 

habilitante. 

 

Como respuesta a los cuestionamientos planteados, en la Sentencia C-272/03
79

, la Corte 

considera que  

 

el legislador extraordinario en la norma acusada no agregó ningún trámite a la figura del silencio 

administrativo positivo contemplado en el artículo 158 de la Ley 142 de 1994, como 

equivocadamente lo interpreta la ciudadana demandante, sino que precisó el término para hacer 

efectivos los efectos de la mencionada figura, so pena de incurrir en las sanciones que establece la 

ley, lo cual, a juicio de la Corte, resulta completamente ajustado a la Carta, pues al ser los servicios 

públicos inherentes a la función social del Estado, éste debe propender porque las empresas 

prestadoras de ese servicio garanticen la verdadera prestación del mismo, lo cual implica que las 

peticiones, quejas o recursos que presenten los usuarios o suscriptores sean resueltas en forma 

rápida y oportuna, de suerte que el Estado, bien sea directa o indirectamente, ya por comunidades 

organizadas o por particulares, propenda por la continuidad en la prestación de los servicios 

públicos domiciliarios, a fin de garantizar el bienestar general y el mejoramiento de la calidad de 

vida de la población (CP art. 366). 

En ese sentido, el Presidente de la República al expedir el artículo 123 del Decreto 2591 de 

1995, no excedió ni desbordó las facultades conferidas por el artículo 83 de la Ley 190 de 1995, 

sino que por el contrario, ajustándose al objetivo perseguido por la ley habilitante de eficacia, 

                                                 
78 Congreso de la República de Colombia. “Ley 190 de 1995”. Bogotá, D.C., 1995. 
79 Corte Constitucional. Op. Cit. 
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eficiencia, moralidad e igualdad en la actuación administrativa, fijó un plazo para que las empresas 

prestatarias del servicio público reconociera los efectos del silencio administrativo positivo, so pena 

de incurrir en las sanciones establecidas en la ley, lo que, como lo afirma el Ministerio Público, 

surge como salvaguarda de los derechos de los particulares ante el injustificado silencio de la 

empresa de servicios públicos domiciliarios.     

 

Así las cosas, a juicio de la Corte, en el ámbito de la ley habilitante, el Presidente de la República 

podía regular la figura del silencio administrativo positivo en relación con las empresas de 

servicios públicos domiciliarios, con la finalidad de lograr que la prestación de esos servicios se 

enmarcara dentro de los principios que orientan la función administrativa, lo cual encuadra en 

mandatos superiores de absoluta claridad a los que se impone dar fuerza y aplicabilidad práctica, 

como son los consagrados en el artículo 209 de la Constitución Política.  

 

Si no se fija un plazo determinado para que las empresas prestadoras de servicios públicos 

domiciliarios reconozcan los efectos de la mencionada figura, los principios tutelares de la 

función administrativa que se encuentra al servicio de los intereses generales, serían 

desconocidos, con el consecuente perjuicio para la población. Lo mismo acontece con la 

posibilidad de solicitar ante la entidad estatal encargada de la regulación, el control y la 

vigilancia de los servicios públicos domiciliarios, la imposición de sanciones en el evento de que 

las empresas incumplan con la obligación de reconocer los efectos del silencio administrativo 

positivo, pues de no ser así, quedarían en el vacío las disposiciones del legislador extraordinario 

que propenden preservar la moralidad pública, lo que conlleva además al incumplimiento de los 

fines esenciales del Estado, entre los cuales están el de servir a la comunidad, promover la 

prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados 

en la Constitución.  

 

Por todo lo anterior, la regulación del ámbito de aplicación de la figura del silencio 

administrativo positivo, contenida en la disposición acusada, en vez de violar disposición alguna 

de la Carta, da desarrollo cabal a uno de sus postulados básicos. 

 

La ya citada Sentencia T – 447 de 2003expone la situación de una accionante, Ana María Torres 

Orellano, quien acudió a la empresa Electricaribe S.A. E.S.P., para presentar un derecho de 
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petición solicitando se facturara el consumo mensual de energía, excluyendo conceptos como 

“acuerdos de pago” y que se hiciera por separado el alumbrado público y vigilancia, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 147 de la mencionada Ley 142 de 1994: 

 

Igualmente solicitó fuera revisado su consumo, pues si bien su inmueble no contaba con el 

medidor, el consumo aumentaba día a día sin existir una explicación sobre el particular, con lo cual 

se contravenía también, lo señalado por el artículo 9 de esta ley.  

Indicó que le está siendo cobrada la suma de $ 596.477 pesos por consumos anteriores, sin que 

haya habido una medición del consumo, a pesar de haber solicitado a la empresa accionada, la 

instalación del respectivo contador, tal como se estipula en los artículos 4 y 146 de la mencionada 

ley. 

No obstante querer presentar el mencionado derecho de petición, éste no le fue recibido en la 

empresa Electricaribe S.A. E.S.P., razón por la cual acudió a la Personería Municipal, que procedió 

a remitirlo a la empresa tutelada el día 1 de octubre de 2002. 

Por no haberse emitido respuesta alguna por parte de la empresa accionada, se causó el silencio 

administrativo positivo que señala la Ley 142 de 1994. Esto significó que Electricaribe S.A. E.S.P., 

aceptaba realizar la facturación sin incluir en la misma conceptos como: acuerdos de pago, excluir 

el valor de $ 12.328 pesos por una supuesta reconexión del servicio de energía, revisar y rebajar la 

facturación por concepto de consumo, condonar lo que “ellos dicen que debe el inmueble objeto del 

reclamo y reconocen que no debo suma alguna por el servicio prestado”. Finalmente considera que 

con dicho silencio administrativo positivo la empresa tutelada aceptó también que procedería a 

facturar los servicios de energía y alumbrado público y vigilancia por separado para contar con la 

opción de pago independiente de cada uno de ellos
80

. 

 

Al respecto, la Corte indicó que el problema jurídico a resolver en la presente acción de tutela se 

enmarca en el contexto de la omisión en que incurrió la empresa ELECTRICARIBE S.A. E.S.P., 

al no dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 158 de la Ley 142 de 1994 y 123 del 

Decreto 2150 de 1995, que consagran el silencio administrativo positivo y sus efectos cuando, 

como ocurre en el presente caso,  no dan respuesta a las peticiones o reclamaciones presentadas 

por los usuarios o suscriptores, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la formulación 

de la solicitud. 

                                                 
80 Corte Constitucional. Op. Cit. 
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Como parte de los enunciados importantes, considera la Corte que las empresas que prestan 

servicios públicos domiciliarios, entenderán la necesidad de dar respuesta oportuna y eficaz a 

todos aquellos requerimientos que sus usuarios o suscriptores les planteen, pues de lo contrario 

se dará paso al silencio administrativo positivo. 

 

Si bien en el Código Contencioso Administrativo
81

 (Art. 42) la figura del silencio administrativo 

positivo requiere como regla general su protocolización con el fin de que surta todos sus efectos, 

para el Régimen de los Servicios Públicos, la procedencia y aplicación del silencio 

administrativo positivo se rige por una regulación especial, de manera que en este último caso, 

éste estará sometido a lo estipulado en el artículo 123 del Decreto 2150 de 1995, que reglamenta 

el artículo 158 de la citada ley 142 de 1994, como ya fue mencionado en páginas anteriores. 

 

Por tanto, dentro del régimen de los servicios públicos, la ocurrencia del silencio administrativo 

positivo trae como consecuencia el que la propia entidad, dentro de las setenta y dos horas 

siguientes al término en el cual debió resolver la petición (15 días hábiles), tendrá que dictar el 

acto administrativo que reconozca al suscriptor o usuario los efectos que produjo dicha figura. 

 

Por lo anterior y para el caso, la acción de tutela no constituye la vía judicial más adecuada e 

idónea, pues si la pretensión de la demandante es forzar una decisión a su favor, impartir la orden 

de amparo por esta vía judicial se limitaría a la protección del derecho fundamental de petición, 

ordenando para ello que la empresa accionada profiera una respuesta de fondo, sin que fuera 

posible incluir señalamiento alguno en cuanto al contenido de la misma; es decir, sin ordenar que 

la respuesta se produzca en uno u otro sentido, ya que ello desbordaría el ámbito de protección 

del derecho fundamental mencionado e implicaría un claro desconocimiento de las normas 

especiales que regulan la materia en el régimen de los servicios públicos. 

 

Siguiendo lo dicho por la jurisprudencia constitucional, el contenido esencial del derecho de 

petición comprende los siguientes elementos: (i) la posibilidad cierta, efectiva y real de elevar en 

términos respetuosos solicitudes a las autoridades públicas, sin que éstas puedan negarse a 

                                                 
81 Presidencia de la República de Colombia. “Decreto 01 de 1984”. Op. Cit. 
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recibirlas o abstenerse de tramitarlas; (ii) el derecho a obtener una respuesta oportuna, lo que 

supone que la misma se adopte dentro de los términos establecidos de manera general o especial 

en el ordenamiento jurídico; (iii) el derecho a obtener una respuesta de fondo, que contemple la 

plena correspondencia entre la materia propia de la solicitud y la contestación dada por parte de 

la autoridad competente, sin perjuicio de que ésta sea o no favorable a los intereses del 

peticionario, pero quedando proscritas las respuestas evasivas o elusivas; y (iv) el derecho a que 

tal decisión sea comunicada en debida forma al interesado. Con lo cual, el derecho a obtener una 

respuesta pronta y eficaz, no incluye en forma alguna el derecho a exigir de la autoridad una 

decisión favorable. 

 

Por eso, el mecanismo de protección administrativo que surge con ocasión de la ocurrencia del 

silencio administrativo positivo se presenta, para este caso, como el mecanismo de defensa más 

garantista de los derechos de petición y debido proceso de la actora, pues a través de la 

intervención de la Superintendencia de Servicios Públicos, en los términos que establece la Ley 

142 de 1994 y el Decreto 2150 de 1995, no solo se resolverá la solicitud como tal, sino que se 

podrá garantizar -en caso de que se demuestre que en realidad operó el silencio administrativo 

positivo- que el contenido mismo de la respuesta que deba dar la empresa accionada, sea 

favorable a los intereses de la actora. 

 

En este orden de ideas, la acción de tutela solo será procedente, en el evento en que la 

Superintendencia de Servicios Públicos no dé estricto cumplimiento a las normas que regulan la 

materia. 

 

La Sentencia T – 948 de 2003
82

 aborda un caso diferente, ya que se realiza ante la DIAN; 

manifiesta el señor Jorge Alberto Ocampo Ortiz, actuando a través de apoderado, que el 9 de 

noviembre de 2000 adquirió unas mercancías amparadas bajo las facturas de nacionalización 

2000214 00858373, 2000214 0085374 y 2000214 0085375, mientras que el 10 de noviembre de 

2000, funcionarios de la Policía Fiscal Aduanera de Maicao procedieron a incautar las 

mercancías. El 21 de noviembre de 2000 le solicitó al Administrador Delegado de la DIAN, 

                                                 
82 Corte Constitucional. “Sentencia T – 948” de 2003. Magistrado Ponente Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
Bogotá D.C., 2003. 
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Maicao, la devolución de las mercancías aprehendidas. Lo anterior, puesto que consideraba que 

la causal de aprehensión invocada por los funcionarios aprehensores no estaba tipificada en la 

legislación aduanera (artículos 482 y 502 del Decreto 2685 de 1999, en armonía con los artículos 

20 y 21 del Decreto 1197 de 2000) para el momento en que fueron tomadas las mercancías. 

Afirma que de tal petición aún no ha recibido respuesta. El 7 de febrero de 2002, indica, reiteró 

la petición en los términos antes señalados, sin que a la fecha haya obtenido respuesta alguna. El 

22 de abril de 2003 acudió ante el Jefe de la División de Fiscalización de la DIAN, Maicao, para 

que, en los términos del artículo 519 del Decreto 2685 de 1999, decretara el silencio 

administrativo positivo, dado que la DIAN no había resuelto su situación jurídica dentro del 

término de los doce meses contados a partir de la aprehensión de la mercancía litigiosa. Es más, 

desde el momento de la aprehensión habían transcurrido más de dos años y medio, tiempo para 

que la entidad accionada hubiera desarrollado el proceso aduanero correspondiente.  

 

Como problemas jurídicos, la Corte debe determinar (i) si se ha presentado una vulneración al 

derecho de petición del señor Ocampo Ortiz, y, (ii) si la tutela es el mecanismo idóneo para 

dilucidar la eventual vulneración al debido proceso administrativo que se presenta en el caso 

concreto, en particular en lo referente a la configuración del silencio administrativo positivo. 

 

La Corte considera que el juez de tutela no puede decretar los efectos del silencio administrativo 

positivo. Se ha dicho de manera reiterada que, para proteger el derecho de petición, puede 

ordenar se dé una respuesta pronta y de fondo a lo pedido. Paralelamente, también se ha 

afirmado que puede ordenar que se responda, pero no en qué sentido se debe responder. Si éste 

ordena hacer efectivos los efectos del silencio administrativo positivo, como forma de protección 

al derecho de petición, el juez estará traspasando su órbita de competencia. 

 

En la sentencia T-023/02
83

, los peticionarios, inconformes por el monto cobrado por una empresa 

de servicios públicos, solicitaban el reconocimiento a su favor del silencio administrativo 

positivo. No obstante, la Sala de Revisión negó la tutela por considerar que, si se quería 

cuestionar lo ordenado por la entidad accionada, se debería acudir ante el juez de lo contencioso 

en un proceso de nulidad y restablecimiento del derecho. 

                                                 
83 Corte Constitucional. “Sentencia T – 023” de 2002. Magistrado Ponente Álvaro Tafur Galvis. Bogotá, D.C. 2002. 
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La mencionada Sentencia T-948/03 sostiene que: 

 

La Sala concederá parcialmente la tutela solicitada por el señor Ocampo Ortiz por considerar que 

(i) se evidencia una vulneración continuada al derecho de petición del accionante, la cual ya fue 

superada; por otro lado, (ii) no es función del juez de tutela determinar en qué sentido se debe 

responder las peticiones que hasta el momento han sido elevadas, incluyendo la del reconocimiento 

del silencio administrativo positivo; (iii) no obstante, para la efectiva protección del debido 

proceso, en el ámbito de la prontitud, que debe caracterizar al procedimiento administrativo, se 

hace necesario ordenar la reconstrucción del expediente aduanero. 

(i) Se evidencia que existió una vulneración al derecho de petición del señor Ocampo Ortiz, 

puesto que en reiteradas ocasiones la Administración de la DIAN Maicao se ha retardado en el 

suministro de respuesta a lo solicitado por el peticionario. En efecto, consta en el expediente 

petición del 21 de noviembre de 2000 que sólo fue respondida el 19 de junio de 2001, después de 

una reiteración de petición hecha el 21 de mayo de 2001. 

Por otro lado, la respuesta al reconocimiento de los efectos del silencio administrativo positivo 

no se dio dentro de los quince días posteriores a la solicitud, sino que se profirió el 13 de mayo y se 

notificó hasta el 30 de ese mes; es decir, pasado más de un mes de la presentación de la solicitud y 

con posterioridad a la interposición de la tutela. 

Ahora bien, con tales respuestas brindadas, la Sala observa que se encuentra frente a un hecho 

superado, toda vez que éstas, aunque tardías, ya fueron conocidas. La contestación ha sido de 

fondo, aunque no el sentido esperado por el peticionario.  

Como ha sostenido esta Corporación, el derecho de petición se ve protegido cuando se brinda 

respuesta de fondo, independientemente del sentido en que ésta se dé. Además, encontrándonos en 

el caso concreto frente a un procedimiento administrativo, como se señaló en la parte considerativa, 

no es viable, antes de que hayan concluido las etapas de ley, exigir una respuesta definitiva sobre la 

devolución de las mercancías solicitadas por el accionante. Tal respuesta se ha visto retardada por 

la carencia del expediente, cuya pronta reconstrucción –como se señalará más adelante- se hace 

indispensable para obtener una solución definitiva. 

(ii) Por otro lado, no existe una vulneración al debido proceso administrativo para cuyo 

conocimiento sea competente el juez de tutela. Se observa una diferencia con respecto al 

procedimiento administrativo, en lo atinente a la configuración del silencio administrativo positivo, 

la cual debe ser conocida por el juez contencioso administrativo en un proceso de tal  naturaleza.  

En efecto, mientras el accionante asevera que los doce meses para la configuración del silencio 

administrativo positivo se empiezan a contar a partir de la aprehensión física de las mercancías, 
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indicada en la copia del acta de hechos aportada al expediente de tutela, la DIAN sostiene que este 

lapso sólo empieza a correr a partir de la elaboración del acta de aprehensión -documento que 

diferencia del acta de hechos expedida por la Policía Fiscal y Aduanera-.  

Como se observa, existe una diferencia que no le corresponde solucionar al juez de tutela, sino 

al juez contencioso administrativo. 

 

La Sentencia C – 431 de 2000
84

 aborda la situación donde el ciudadano Julio César Rodas 

Monsalve, en ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad consagrada en el artículo 242 

de la Constitución Política, quien se desempeña como Procurador Delegado para Asuntos 

Ambientales y Agrarios, demandó la inexequibilidad de los parágrafos 6º (parcial) y 7º (parcial) 

del artículo 1º de la Ley 507 de 1999
85

 

 

Artículo 1. Prorrógase el plazo máximo establecido en el artículo 23 de la Ley 388 de 1997, para 

que los municipios y distritos formulen y adopten los planes y esquemas de ordenamiento territorial 

(POT), hasta el 31 de diciembre de 1999. 

[…] 

“En todos los casos en que las autoridades ambientales no se pronuncien dentro de los términos 

fijados en el presente parágrafo, operará el silencio administrativo positivo a favor de los 

municipios y distritos”. 

 

El problema jurídico se centra en que la Corte Constitucional debe decidir si declara inexequibles 

las expresiones demandadas que hacen parte de los parágrafos 6° y 7° del artículo 1° de la Ley 

507, en cuanto las mismas establecen el silencio administrativo positivo como un mecanismo 

para favorecer el trámite de los planes de ordenamiento territorial, entendiendo que los mismos 

fueron concertados y aprobados con las autoridades ambientales competentes cuando éstas no se 

pronuncian dentro del término estipulado para tal efecto.  

 

Como argumentos relevantes de la Corte se indica que el ordenamiento territorial se constituye 

en una herramienta determinante para la planificación y uso del suelo, ya que, por su intermedio, 

se pretende garantizar el desarrollo sostenible de los recursos naturales, procurando que exista un 

                                                 
84 Corte Constitucional. “Sentencia C – 431”. Magistrado Ponente Vladimiro Naranjo Mesa. Bogotá, D.C., 2000 
85 Congreso de la República de Colombia. “Ley 507 de 1999”. Bogotá, D.C. 
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equilibrio entre la oferta y la demanda ambiental. Los efectos perversos que podría originar la 

aplicación del silencio administrativo en relación con el tema ambiental -como es el de omitir el 

estudio ecológico-, no permiten reconocerle verdadera legitimidad a los objetivos que por su 

intermedio se pretende hacer valer: la celeridad y eficacia en el desarrollo de la función 

administrativa, quedando en entredicho la razonabilidad y proporcionalidad de esta medida 

legislativa. 

 

En efecto, como menciona la Sentencia C-431/00
86

 

 

Si bien es cierto que la utilización del silencio administrativo positivo permite contrarrestar el 

potencial riesgo de retraso que puedan llegar a sufrir los POT en el proceso de su aprobación, es 

evidente que el mismo se satisface a costa del daño irreversible y permanente que puede sufrir el 

medio ambiente y, por contera, los derechos a la vida y a la salud de los coasociados como 

consecuencia de no asumirse una política institucional seria y uniforme que asegure un manejo 

sostenible del ecosistema. Para la Corte, el hecho de que se le reconozca plena garantía a la 

protección ambiental, permitiendo que se surta el debido control ecológico sobre los POT, no 

elimina ni hace inoperante el cometido estatal de la eficacia y celeridad en la función 

administrativa, pues el ordenamiento jurídico tiene previstas diversas alternativas de control legal –

derecho de petición, sanciones disciplinarias y acciones contenciosas- que, precisamente, han sido 

diseñadas para asegurar el cumplimiento de los fines estatales asignados a los diferentes 

organismos públicos. A este respecto, no sobra recordar que, por expreso mandato Superior, los 

servidores públicos son responsables ante las autoridades no sólo por infringir la Constitución y la 

ley, sino también por “omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones” (C.P. art. 6°).  

Cabe agregar, además, que la aplicación de los principios de eficacia y celeridad, al igual que 

los demás principios que gobiernan el ejercicio de la función administrativa, encuentran un límite 

constitucional en la obligación que tienen las autoridades de “coordinar sus actuaciones para el 

adecuado cumplimiento de los fines del Estado” (C.P: art. 209). Así, considerando que el conflicto 

planteado por la norma acusada es de orden interistitucional, pues tiene ocurrencia entre los 

organismos de control ambiental –Corporaciones Autómas Regionales (Sic)- y las autoridades 

administrativas del orden local -alcaldes municipales y distritales-, no es posible, “so pretexto de 

seguir o de aplicar un principio que guíe la función administrativa –por ejemplo, el principio de 

economía o el de celeridad-, prescindir de la oportuna y necesaria coordinación entre las diferentes 

                                                 
86 Corte Constitucional. “Sentencia C – 431” de 2000. Magistrado Ponente Vladimiro Naranjo Mesa. Bogotá, D.C. 
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autoridades, con miras a evitar decisiones o actuaciones contradictorias en desmedro de la 

coherencia que debe caracterizar al Estado como un todo y como calificado agente jurídico y 

moral”. Bajo este supuesto, al instituirse el silencio administrativo positivo en el trámite de 

aprobación de los POT, se desconoce abiertamente el sentido de orden que debe identificar el 

cumplimiento de las obligaciones estatales y, en consecuencia, la efectividad del control ambiental 

previo sobre los ya citados planes de ordenamiento que, como se dijo, son los que orientan y 

administran el desarrollo físico del territorio y la utilización del suelo. 

 

Como se expresó anteriormente, la Corte, en la Sentencia C-328 de 1995, al declarar inexequible 

la aplicación del silencio administrativo positivo frente al otorgamiento de la licencia ambiental, 

en los casos en que la autoridad omitía pronunciarse sobre la viabilidad de los proyectos de 

infraestructura dentro del plazo estipulado, dejó claro que a través de esta figura jurídica se 

institucionaliza la negligencia e ineficacia del Estado para cumplir con sus obligaciones en 

materia ambiental, circunstancia que desconocen abiertamente los artículos 2°, 79 y 80 de la 

Constitución Política y el deber de coordinación que les asiste a las autoridades para el adecuado 

y oportuno cumplimiento de los fines sociales (C.P. art. 209). A este respecto, anotó: 

 

A juicio de la Corte, no se compadece con el deber de protección ambiental que, por el deficiente 

funcionamiento de la administración, el mismo Estado, por vía de la ley, pueda obviar o prescindir 

del cumplimiento de expresos mandatos constitucionales y de compromisos internacionales. La 

aplicación del silencio administrativo positivo a la hipótesis establecida en la norma, le resta todo 

sentido a las observaciones e indicaciones de la autoridad ambiental previas a la elaboración del 

estudio de impacto ambiental, ya que de no producirse un pronunciamiento oficial dentro de los 

sesenta días calendario fijados en la ley, se entiende otorgada la respectiva licencia ambiental, sin 

necesidad de una evaluación de los factores de riesgo ambiental derivados del proyecto, o de los 

planes diseñados para contrarrestarlos
87

.   

 

Si el artículo 80 de la Carta radica en cabeza del Estado el deber de planificar el manejo y 

aprovechamiento de los recursos naturales, para de esta manera garantizar su desarrollo 

sostenible, su conservación, restauración o sustitución, e igualmente le impone la obligación de 

prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, la imposición del silencio administrativo 

                                                 
87 Corte Constitucional. Sentencia C-328/95. Op. Cit.  
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en el trámite de aprobación de los POT, hace del todo inoperante e ineficaz este compromiso. En 

este sentido, resulta insensato, por decirlo menos, que la negligencia del Estado, representada en 

la morosidad para expedir los respectivos conceptos ambientales, se castigue con una mayor 

negligencia al eximir a las Corporaciones Autónomas Regionales del deber de controlar el 

deterioro ecológico. Así lo expresó la Corte en la Sentencia C-328, cuando sostuvo: 

 

El silencio administrativo positivo en materia de la construcción de obras públicas, acarrea como 

consecuencia que la norma que impone al Estado el deber de prevenir y controlar el deterioro 

ambiental, pierda efectividad. La entidad promotora o constructora podría desatender las directrices 

trazadas por la autoridad ambiental, potenciar los riesgos de impacto negativo sobre el ecosistema o 

presentar planes de manejo ambiental inadecuados o insuficientes, sin que el Estado, debido a la 

sanción por su ineficacia (silencio administrativo positivo), pueda ejercer sus deberes 

constitucionales. 

Resulta paradójico, por decir lo menos, que la ineficacia del Estado -la omisión en pronunciarse 

sobre la solicitud de una licencia ambiental- termine sancionada con mayor ineficacia, en este caso, 

relevando a las autoridades de su deber constitucional de prevenir y controlar el deterioro 

ambiental. La aplicación del silencio administrativo, en estas condiciones, es inexequible, ya que 

viola los artículos 2, 79 y 80 de la Carta. 

 

En los términos precedentes, la Corte encuentra que las expresiones “Vencido el término 

anterior, se entiende concertado y aprobado el Proyecto del Plan de Ordenamiento por parte de 

las autoridades ambientales competentes”
88

. “En todos los casos en que las autoridades 

ambientales no se pronuncien dentro de los términos fijados en el presente parágrafo, operará el 

silencio administrativo positivo a favor de los municipios y distritos”
89

; y “Vencido este término 

se entenderá concertado y aprobado el Proyecto de Plan Parcial”
90

, contenidas en los parágrafos 

6° y 7° del artículo 1° de la Ley 507 de 1999, violan la Constitución Política, razón por la cual la 

Corte procederá, en la parte resolutiva de esta Sentencia, a declarar su inexequibilidad. 

 

                                                 
88

 Corte Constitucional. “Sentencia C-431/00”. Op. Cit. 
89 Ibid 
90 Ibid 
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La Sentencia C-304/99
91

 contempla la situación de una demanda de inconstitucionalidad contra 

los artículos 6 (parcial), 40 y 41 (parcial) del Decreto 01 de 1984: 

 

Artículo 40. Silencio administrativo negativo.-Transcurrido un plazo de tres meses contados a 

partir de la presentación de una petición, sin que se haya notificado decisión que la resuelva, se 

entenderá que ésta es negativa. 

La ocurrencia del silencio administrativo negativo no eximirá de responsabilidad a las 

autoridades ni las excusará del deber de decidir sobre la petición inicial, salvo que el interesado 

haya hecho uso de los recursos de la vía gubernativa con fundamento en él, contra el acto presunto. 

Artículo 41. Silencio positivo.-Solamente en los casos expresamente previstos en disposiciones 

especiales, el silencio de la administración equivale a decisión positiva. 

Se entiende que los términos para decidir comienzan a contarse a partir del día en que se inició 

la actuación. 

El acto positivo presunto podrá ser objeto de revocatoria directa en las condiciones que señalan 

los artículos 71, 73 y 74. 

 

Como problema jurídico, indica el demandante  

 

Que la figura del silencio administrativo, consagrada en los artículos 40 y 41 del ya citado Decreto 

01 de 1984, viola el derecho fundamental de petición (art. 23 C.P.). 

Su argumento principal estriba en que, mediante el silencio, se permite a la Administración 

abstenerse de resolver, ampliar y variar los términos y someter al peticionario a que espere durante 

tres meses para poder acudir a la Jurisdicción Contencioso Administrativa, cuando se trata de 

silencio negativo, todo lo cual, según estima, repercute en la violación de la esencia misma del 

aludido precepto constitucional. 

La Corte, aunque reafirma el carácter fundamental del derecho de petición, estima equivocada la 

tesis del actor, ya que ella parte de una confusión entre varios elementos que es preciso distinguir 

con claridad. 

[…] Sin perjuicio de lo que deba seguirse en lo que al derecho constitucional fundamental 

alude, el legislador tenía que ofrecer a las personas los mecanismos idóneos para que, pese al 

incumplimiento del deber de las autoridades, pudieran encontrar respuesta positiva o negativa en 

torno a lo pedido. Y, por supuesto, bien podía la ley, sin violentar la Constitución, señalar efectos 

                                                 
91 Corte Constitucional. “Sentencia C-304” de 1999. Magistrado Ponente Dr. Jose Gregorio Hernández Galindo. 
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jurídicamente valiosos al silencio administrativo, en relación con el contenido de lo que el 

peticionario pretendió al formular la petición. Por eso, la consecuencia positiva o negativa del 

silencio depende de la libre evaluación del legislador, dentro del ámbito de sus atribuciones 

constitucionales. Que haya acudido a instituir la figura del "acto presunto", negativo en unos casos 

para dar lugar a los recursos y acciones pertinentes, y positivo en otros, para fundar directamente la 

certeza del peticionario acerca de aquello que reclamaba, no se opone a la Carta Política, en cuanto 

ni anula ni disminuye el núcleo esencial del derecho de petición. 

Lo que consagran las normas acusadas es, entonces, el "efecto" que produce la falta de una 

respuesta por parte de la Administración, negativo para el peticionario por regla general, al tenor 

del artículo 40, o positivo, según el 41, para los casos expresamente previstos en disposiciones 

legales, y de ninguna manera la tolerancia legislativa frente a las omisiones que implican 

desconocimiento del derecho fundamental de petición, ni la autorización a la Administración para 

abstenerse de responder oportunamente, y menos todavía la exoneración de su responsabilidad por 

el incumplimiento del deber que se le impone, ni el cercenamiento del derecho que a toda persona 

otorga el artículo 86 de la Constitución para defender la esencia del derecho fundamental mediante 

la acción de tutela. 

Estas disposiciones, lejos de perjudicar al peticionario, buscan hacer efectivo su derecho a 

obtener pronta contestación respecto de sus solicitudes, procurando que, mediante una definición 

hecha por la propia ley -a falta de la respuesta administrativa-, sepa con certeza si sus pretensiones 

han sido concedidas o negadas, para que pueda obrar de conformidad en defensa de los intereses 

particulares o generales que lo animan. 

Resulta así previsto por el legislador, en guarda de los derechos de los peticionarios, un límite 

en el tiempo, el cual les permite, si el silencio es negativo, acudir a los tribunales en su defensa, o, 

si fuere positivo, la seguridad de que el "acto presunto" acoge favorablemente lo solicitado
92

 

 

La Corte insiste en las distinciones que sobre estos aspectos ha introducido, entre otras, en la 

Sentencia T-242 del 23 de junio de 1993
93

: 

 

[...] la obligación del funcionario u organismo sobre oportuna resolución de las peticiones 

formuladas, no se satisface con el silencio administrativo. Éste tiene el objeto de abrir para el 

interesado, la posibilidad de llevar el asunto a conocimiento del Contencioso Administrativo, lo 

cual se logra determinando por la vía de la presunción, la existencia de un acto demandable. Pero 

                                                 
92 Corte Constitucional. “Sentencia C-304/99”. Op. Cit. 
93 Corte Constitucional. “Sentencia T-242/93”. Magistrado Ponente Dr. José Gregorio Hernández Galindo. 
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de ninguna manera puede tomarse esa figura como supletoria de la obligación de resolver, que tiene 

a su cargo la autoridad, y menos todavía entender que su ocurrencia excluye la defensa judicial del 

derecho de petición considerado en sí mismo. 

De acuerdo con lo atrás expuesto, no se debe confundir el derecho de petición -cuyo núcleo 

esencial radica en la posibilidad de acudir ante la autoridad y en obtener pronta resolución- con el 

contenido de lo que se pide; es decir, con la materia de la petición. La falta de respuesta o la 

resolución tardía son formas de violación de aquel y son susceptibles de la actuación protectora del 

juez mediante el uso de la acción de tutela, pues en tales casos se conculca un derecho 

constitucional fundamental. En cambio, lo que se debate ante la jurisdicción cuando se acusa el 

acto, expreso o presunto, proferido por la administración, alude al fondo de lo pedido, de manera 

independiente del derecho de petición como tal. Allí se discute la legalidad de la actuación 

administrativa o del acto correspondiente, de acuerdo con las normas a las que estaba sometida la 

administración; es decir, que no está en juego el derecho fundamental de que se trata, sino otros 

derechos, para cuya defensa existen las vías judiciales contempladas en el Código Contencioso 

Administrativo y, por tanto, respecto de ella no cabe la acción de tutela salvo la hipótesis del 

perjuicio irremediable (artículo 86 C.N.). 

 

Ahora bien, como las disposiciones demandadas no son las que señalan los casos del silencio 

administrativo positivo, no es ésta la oportunidad para definir, frente a cada uno de ellos, su 

constitucionalidad o inconstitucionalidad, y, en consecuencia, la Corte se limita a declarar que la 

remisión a la propia ley para que ella singularice los eventos en que tiene lugar el silencio 

positivo, no se opone a la Constitución Política. 

 

La Sentencia C-328/95
94

 aborda la acción interpuesta por el ciudadano Luis Fernando Macías 

contra el artículo 4º de la Ley 105 de 1993
95

, por violación de los artículos 1º, 2º, 8º, 49, 79, 80, 

82, 95-8, 158, 188, 209, 288, 330-5, -6, -7, -8 y -9 de la Constitución Política, que reza así: 

 

Artículo 4º. Protección del ambiente. Para la construcción de obras públicas que tengan un efecto 

sobre el ambiente, la entidad pública promotora o constructora de la obra, elaborará un estudio de 

Impacto Ambiental, que será sometido a consideración de la Corporación del Medio Ambiente que 

                                                 
94 Corte Constitucional. “Sentencia C – 328” de 1995. Magistrado José Gregorio Hernández Galindo. 
95

 Congreso de la República de Colombia. Ley 105 de 1993 “por la cual se dicta disposiciones básicas sobre el 
transporte, se redistribuyen competencias y recursos entre la Nación y las Entidades Territoriales, se reglamenta la 
planeación en el sector transporte y se dictan otras disposiciones”. Bogotá, D.C. 
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tenga jurisdicción en la zona donde proyecta construir.  La entidad ambiental dispondrá de sesenta 

días (60) días calendario para considerar el programa. Vencido este término se aplicará el Silencio 

Administrativo Positivo.  

 

Respecto a la Sentencia en comento, una vez expedidas las autorizaciones de Licencia Ambiental 

para los proyectos, se solicitará al municipio respectivo, la autorización correspondiente con base 

en ésta, para lo cual el municipio tendrá un término de treinta días, o de lo contrario se aplicará el 

Silencio administrativo positivo. Contra los actos proferidos por los Alcaldes municipales 

proceden los recursos por vía gubernativa de que trata el título II, capítulo I, artículos 49 y 

siguientes del Código Contencioso Administrativo. 

 

La institución del silencio administrativo encuentra su explicación en el hecho de que la relación 

jurídica que surge entre el particular y la administración, no es de equivalencia, a diferencia de lo 

que ocurre en las relaciones jurídicas privadas. Emerge, entonces, como salvaguarda de los 

derechos de los particulares frente a la abstención injustificada de los funcionarios de la 

administración, obligados a producir un acto o manifestación expresa de voluntad dentro de un 

plazo fijado por la ley. 

 

Por otra parte, el silencio administrativo positivo opera de manera excepcional y su consagración 

legal es taxativa; consiste en la presunción legal, en virtud de la cual, transcurrido un término sin 

que la administración resuelva, se entiende concedidos la petición o el recurso. Su finalidad es 

agilizar la actividad administrativa bajo criterios de celeridad y eficiencia. Constituye no solo 

una garantía para los particulares, sino una verdadera sanción para la administración morosa. 

 

El demandante acusa la decisión legislativa de extender el beneficio del silencio administrativo 

positivo al ámbito de la construcción de obras públicas que tienen efectos sobre el ambiente, por 

considerar que en este preciso evento se desconoce principios, derechos y deberes de rango 

constitucional.  

El demandante estructura el primer grupo de cargos, por violación de los artículos 1, 2, 79 y 330 

C.P., bajo el argumento de que la aplicación de la figura del silencio administrativo positivo, en 

materia de construcción de obras públicas, impide o excluye la participación ciudadana y 

comunitaria en la protección del ambiente.  
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[…] 

A juicio de la Corte, la norma acusada establece unos plazos a las autoridades competentes para 

que se pronuncien sobre la viabilidad técnica y jurídica de la construcción de obras públicas, y, 

consagra, la figura del silencio administrativo positivo, con el propósito de agilizar esta actividad, 

lo cual no excluye, de ninguna manera, la participación ciudadana y comunitaria en el trámite de 

las respectivas licencias ambientales. Pese a que se aprecia una reducción significativa del plazo 

general con que cuentan las autoridades ambientales para pronunciarse sobre las respectivas 

solicitudes -de 165 días (Ley 99 de 1993, art. 58) a 60 días tratándose de obras públicas de 

transporte (Ley 105 de 1993, art. 4º)-, la disminución del término para decidir, no impide el 

ejercicio efectivo del derecho y deber ciudadano de proteger el ambiente, mediante su intervención 

en el procedimiento administrativo correspondiente.  

[…] 

La Corte se pregunta si es constitucionalmente admisible que el Estado se beneficie de su propia 

negligencia u omisión, lo que podría contravenir los principios que orientan la función 

administrativa -igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad, publicidad (C.P. 

art. 209)-. En este orden de ideas, la aplicación del silencio administrativo positivo en favor de una 

entidad pública, rompería con la unidad de la administración.   

Relativizada la dicotomía entre lo público y lo privado en el Estado Social de Derecho 

contemporáneo, la administración, en forma creciente, interviene en el ámbito de la actividad 

privada a fin de asegurar los fines sociales del Estado (C.P. art. 2). Las entidades públicas actúan, 

en ocasiones, en pie de igualdad con los particulares y gozan de las mismas garantías que éstos 

frente a las actuaciones de otras instancias o dependencias oficiales. De ahí que, no resulte 

contradictorio, y tampoco inconstitucional, que el propio Estado se beneficie del silencio 

administrativo positivo, cuando precisamente este mecanismo facilita la protección y promoción de 

los intereses generales y se justifica por razones funcionales y de coordinación entre las diversas 

dependencias del Estado. 

En este sentido, la consagración del silencio administrativo a favor de la entidad pública 

promotora o constructora de una obra pública de transporte, que viene a operar vencidos los plazos 

que la norma acusada dispone para el pronunciamiento de las autoridades competentes, se suma a 

otras situaciones en las que se aplica igualmente el mencionado mecanismo en provecho de la 

administración pública, como ocurre con la concesión de licencias de funcionamiento para 

establecimientos comerciales, industriales, institucionales y de servicios (Ley 9ª
.
 de 1989). 

No obstante, podría sostenerse que la aplicación del silencio administrativo a situaciones que 

pueden incidir en el ambiente, como la construcción de obras públicas, vulnera la Constitución. A 
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juicio del demandante y de los intervinientes, la aplicación de este mecanismo en el campo de las 

obras públicas, viola el derecho al ambiente sano y el deber estatal de su protección mediante la 

prevención y el control de los factores de deterioro ambiental. 

[…] 

El silencio administrativo positivo, en materia de solicitudes para proyectos de construcción de 

obras públicas, cumple el importante objetivo de garantizar la eficiencia, economía y calidad del 

servicio público del transporte. La norma acusada, tal y como afirma el apoderado del Ministerio 

del Transporte, tiene como finalidad impedir que el progreso y el desarrollo económico se detengan 

por la inactividad de las autoridades. A su juicio, este mecanismo legal es razonable, y su 

consagración para el caso de las obras públicas se justifica, porque las carreteras son indispensables 

para que todas las personas, en especial las de menores ingresos, puedan acceder a los bienes y 

servicios básicos y a los beneficios del progreso.   

No obstante, por importante que sea la finalidad perseguida por el legislador, los medios 

escogidos para alcanzarla no son constitucionalmente irrelevantes. En el caso sub examine, se 

afirma por el impugnante que la aplicación del silencio administrativo positivo, viola diversas 

disposiciones constitucionales. 

[…] 

El objetivo político de la norma acusada es impedir la demora en la construcción de obras 

públicas de transporte, mediante la aplicación del silencio administrativo positivo, ante la falta de 

un pronunciamiento expreso por parte de la autoridad respectiva sobre el estudio del impacto 

ambiental. 

[…] 

Por otra parte, las leyes que buscan promover la prosperidad general (C.P. art. 2) y las 

condiciones materiales para que la igualdad sea real y efectiva (C.P. art. 13), reflejan el carácter 

social del Estado de derecho. En búsqueda de una mayor eficacia en el cumplimiento de su misión, 

el Estado puede legítimamente diseñar mecanismos para evitar el aplazamiento o la tardanza en la 

consecución de sus fines sociales. 

La norma demandada plantea un conflicto entre el principio de eficacia que debe guiar la 

función administrativa (C.P. art. 209) y, de hecho, inspira la aplicación del silencio administrativo 

positivo al campo de la construcción de obras públicas, y los deberes estatales de protección la 

diversidad e integridad del ambiente (C.P. art. 79) y de prevención y control de su deterioro (C.P. 

art. 80). El principio de eficacia exige que las actuaciones públicas produzcan resultados concretos 

y oportunos. Por otra parte, mediante los deberes constitucionales ambientales, el Estado garantiza 

el derecho colectivo al ambiente sano. Corresponde a la Corte sopesar las normas constitucionales a 
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la luz de sus fines. La expedición de preceptos legales, en apariencia beneficiosos para la 

colectividad, no puede, sin embargo, sacrificar valores constitucionales de superior jerarquía. 

La norma acusada, al consagrar el silencio administrativo positivo en materia de construcción de 

obras públicas, otorga prevalencia al principio de eficacia sobre el deber de protección ambiental. 

El avance del progreso no podría verse detenido por la inactividad o morosidad de las entidades 

encargadas para expedir la correspondiente licencia o permiso. 

El demandante, los ciudadanos que han intervenido y el Procurador General de la Nación, por 

su parte, estiman que la tensión entre los extremos de la eficacia y el ambiente sano debe resolverse 

en favor de éste último, ya que no es comparable el retraso en la ejecución de los proyectos de 

infraestructura, con el daño irremediable que la intervención incontrolada de la mano del hombre 

puede ocasionar al ambiente y, por ende, a la vida y a la salud humana.  

El silencio administrativo positivo busca impedir el aplazamiento indefinido de la construcción 

de la obra pública proyectada, aún a riesgo del ambiente sano. La afectación del ambiente, a causa 

de la construcción de obras públicas, por su parte, podría ser permanente e irreversible, y vulnerar 

gravemente los derechos fundamentales a la vida y a la salud. La prelación temporal de la 

protección ambiental, en cambio, no anula el principio de eficacia de la función administrativa, ya 

que existen otros mecanismos jurídicos -derecho de petición, medidas disciplinarias, acciones 

contenciosas- para garantizar la debida coordinación entre las distintas entidades públicas. Las 

consecuencias negativas que podría desencadenarse de la aplicación del silencio administrativo en 

materia ambiental, superan las ventajas que con la norma se pretende asegurar.  

No obstante, el anterior análisis costo-beneficio podría no ser suficiente para declarar la 

inconstitucionalidad de la norma, a la luz del principio de autonomía legislativa. En efecto, la 

Constitución reserva al Legislador un ámbito de autonomía en la realización de los fines sociales 

del Estado, en el que se incluye, la capacidad de evaluar las ventajas y desventajas, prioridades y 

riesgos derivados de los instrumentos legales diseñados para alcanzar objetivos políticos 

determinados. 

El conflicto entre principios y deberes suscitado por la norma demandada involucra 

exclusivamente a instituciones públicas y no a los particulares. En estas circunstancias, ambas 

entidades estatales, la ambiental y la promotora o constructora de la obra, tienen tanto el deber de 

eficacia, como el deber de proteger el ambiente. 

[…] 

El artículo impugnado, al establecer un procedimiento específico para la obtención automática 

de la licencia ambiental ante la omisión de las autoridades competentes, introduce una indebida 
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alteridad dentro de Estado, que desvirtúa la filosofía de los deberes estatales y subvierte la lógica y 

el funcionamiento del control previo sobre los proyectos de construcción de obras públicas. 

[…] 

[…] El Estado colombiano está obligado a diseñar y poner en funcionamiento mecanismos de 

control para la aprobación de proyectos que incidan negativamente en el ambiente. No puede la ley, 

en consecuencia, desconocer compromisos internacionales válidamente contraídos.  

 

No obstante, lo anterior, la disposición prevé el otorgamiento automático de la licencia 

ambiental, como consecuencia de la omisión de la autoridad ambiental en pronunciarse sobre el 

estudio de impacto ambiental sometido a su consideración. El mecanismo del silencio 

administrativo positivo, diseñado para asegurar la continuidad del progreso y el acceso de todos 

a los beneficios del desarrollo, debilita el carácter imperativo de los deberes del Estado de 

proteger el ambiente sano y los recursos naturales (C.P. arts. 78, 79 y 80). 

 

Continúa la Sentencia C-328/95, si… 

 

Cabe preguntarse si la Ley puede relevar al Estado de su deber constitucional de prevenir y 

controlar el deterioro ambiental, como sanción a la actuación omisiva de la autoridad pública. La 

respuesta es a todas luces negativa.  

A juicio de la Corte, no se compadece con el deber de protección ambiental que, por el 

deficiente funcionamiento de la administración, el mismo Estado, por vía de la ley, pueda obviar o 

prescindir del cumplimiento de expresos mandatos constitucionales y de compromisos 

internacionales. La aplicación del silencio administrativo positivo a la hipótesis establecida en la 

norma, le resta todo sentido a las observaciones e indicaciones de la autoridad ambiental previas a 

la elaboración del estudio de impacto ambiental, ya que de no producirse un pronunciamiento 

oficial dentro de los sesenta días calendario fijados en la ley, se entiende otorgada la respectiva 

licencia ambiental, sin necesidad de una evaluación de los factores de riesgo ambiental derivados 

del proyecto, o de los planes diseñados para contrarrestarlos. 

[…] 

El silencio administrativo positivo en materia de la construcción de obras públicas, acarrea 

como consecuencia que la norma que impone al Estado el deber de prevenir y controlar el deterioro 

ambiental, pierda efectividad. La entidad promotora o constructora podría desatender las directrices 

trazadas por la autoridad ambiental, potenciar los riesgos de impacto negativo sobre el ecosistema o 
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presentar planes de manejo ambiental inadecuados o insuficientes, sin que el Estado, debido a la 

sanción por su ineficacia (silencio administrativo positivo), pueda ejercer sus deberes 

constitucionales. 

Resulta paradójico, por decir lo menos, que la ineficacia del Estado -la omisión en pronunciarse 

sobre la solicitud de una licencia ambiental- termine sancionada con mayor ineficacia; en este caso, 

relevando a las autoridades de su deber constitucional de prevenir y controlar el deterioro 

ambiental. La aplicación del silencio administrativo, en estas condiciones, es inexequible, ya que 

viola los artículos 2, 79 y 80 de la Carta. 

A juicio del demandante, la competencia que el inciso segundo del artículo 4 de la Ley 105 de 

1993 asigna a los municipios, para impartir "la autorización correspondiente", vulnera el artículo 

288 de la C.P., por tratarse de un asunto ambiental. Quienes defienden la constitucionalidad de la 

norma, puntualizan que entre las diferentes instancias públicas, no cabe abrigar el temor de afectar 

el principio de coordinación, dado que la atribución se refiere a los usos del suelo y, en todo caso, 

la institución del silencio administrativo positivo no sacrifica ningún derecho fundamental. 

 

En la Sentencia T-099/95
96

 

 

La sociedad comercial denominada "PUBLICIDAD TEA LTDA.", domiciliada en Medellín, 

ejerció acción de tutela contra la Administración Local de Impuestos y Aduanas Nacionales de esa 

ciudad, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales de habeas data y de petición 

(artículos 15 y 23 de la Constitución). 

Siguiendo el relato de la demanda, el 21 de abril de 1994, en ejercicio del derecho de petición en 

interés particular y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 734 del Estatuto Tributario, la 

mencionada compañía solicitó a la División Jurídica de la Administración de Impuestos y Aduanas 

Nacionales de Medellín que se declarara que el recurso de reconsideración interpuesto contra una 

liquidación oficial de corrección aritmética se entendía fallado en favor del recurrente, por haber 

transcurrido el término que tenía la administración para resolverlo, sin que se le hubiera notificado 

acto alguno que lo decidiera. 

Expuso que contra la señalada liquidación oficial (del 28 de abril de 1992) se había interpuesto 

el recurso de reconsideración el 26 de junio del mismo año. 

                                                 
96 Corte Constitucional. “Sentencia T – 099” de 1995. Magistrado Ponente José Gregorio Hernández Galindo. 
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Según la sociedad accionante, el 26 de junio de 1993 precluyó el término que tenía la 

administración para resolverlo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 732 del Estatuto 

Tributario. 

El 30 de julio de 1992, se profirió un auto inadmisorio del recurso de reconsideración. Esta 

decisión fue notificada por edicto entre los días 18 y 31 de agosto de 1993. 

A juicio de la compañía, dicha notificación no podía producir ningún efecto legal por no haberse 

intentado la notificación personal, lo cual es requisito indispensable para la procedencia y validez 

de la notificación por edicto (artículo 726 del Estatuto Tributario). 

La notificación por edicto -estimó la demandante- es subsidiaria de la personal. Sólo es 

pertinente practicarla si el interesado no acude a recibir la notificación personal. 

"Lo anterior -agregó- quiere decir que es imprescindible que al recurrente se le cite para la 

diligencia de notificación personal para que se pueda hacer uso del mecanismo subsidiario de 

notificación por edicto". 

Sostuvo que en el asunto controvertido, la sociedad recurrente nunca recibió la citación para 

notificación, a pesar de que, según se pudo constatar en el expediente respectivo, dicha citación fue 

elaborada pero no remitida. 

Dijo que, al no haber producido ningún efecto el auto inadmisorio, la administración debió 

resolver el recurso de reconsideración el 26 de junio de 1993. 

De allí dedujo la compañía accionante que había operado el silencio administrativo positivo, 

cuya expresa declaración se solicitaba. 

Pues bien, mediante oficio del 20 de abril de 1994, de la Devisión (Sic) de Cobranzas de la 

Administración de Impuestos y Aduanas Nacionales de Medellín, se ordenó el embargo del 

establecimiento de comercio "Publicidad TEA", de propiedad de la sociedad solicitante. 

El 4 de mayo de 1994, "PUBLICIDAD TEA LTDA" solicitó a la División de Cobranzas que se 

levantara la medida cautelar, con fundamento en la falta de mandamiento de pago que la sustentara 

y alegando, además, que la validez del acto que eventualmente constituiría el título ejecutivo, esto 

es, la liquidación oficial de corrección aritmética, estaba en entredicho a raíz de la solicitud del 21 

de abril de 1994. 

Mediante carta del 11 de mayo de 1994, la División de Cobranzas manifestó que no levantaría 

las medidas cautelares. 

Por escrito del 19 de mayo de 1994, la sociedad solicitó que se resolviera la solicitud de 

declaración del silencio administrativo contenida en el escrito de 21 de abril de 1994. 

El 26 de mayo de 1994 la compañía dirigió un nuevo memorial a la División Jurídica en el que 

se señaló que había transcurrido un lapso superior del que legalmente tiene la administración para 
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absolver o contestar las solicitudes que en ejercicio del derecho de petición en interés particular 

hagan los administrados, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5º de la Resolución 04427 

de 1984, mediante la cual, según el apoderado de la accionante, se reglamentó el ejercicio de tal 

derecho ante la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. 

La División de Cobranzas de dicho organismo decretó el embargo y secuestro de un inmueble 

de propiedad del contribuyente. 

Según la demanda, la actuación en referencia y la actitud reticente de la administración ha 

causado graves perjuicios a la sociedad. 

En efecto -dijo-, las posibilidades de obtener crédito del sector financiero, vitales para el normal 

funcionamiento de la compañía, se han visto negadas en la práctica, en razón del embargo de su 

establecimiento de comercio. 

Por otra parte, alegó que la medida cautelar en el registro mercantil ha colocado a la sociedad, 

en forma injustificada, bajo el rótulo de "deudor moroso" del fisco. 

El apoderado de la actora solicitó que se le ampararan los ya mencionados derechos 

fundamentales, ordenando a la DIAN de Medellín resolver la petición contenida en el escrito del 21 

de abril de 1994. Pidió que, en subsidio, se declarara la ocurrencia del silencio administrativo 

positivo y se ordenara el levantamiento del embargo sobre el aludido establecimiento de comercio. 

 

Como argumentos relevantes se tiene que, según las reglas generales,  

 

el silencio administrativo positivo no requiere de un reconocimiento expreso de la Administración 

en el sentido de que ha tenido lugar, pues para hacerlo valer es suficiente protocolizar la constancia 

o copia de la presentación de la solicitud junto con la declaración jurada del peticionario en el 

sentido de que no se le ha notificado decisión dentro del término previsto (artículo 42 C.C.A.), debe 

repararse en que, en la materia que nos ocupa, existe una norma especial, aplicable al caso en 

estudio, a cuyo tenor la Administración debe declarar, de oficio o a petición de parte, que por el 

transcurso del aludido año sin resolver, el recurso de reconsideración se entiende resuelto a favor 

del contribuyente. 

[…] 

La solicitud se presentó, entonces, en ejercicio del derecho fundamental previsto en el artículo 

23 de la Constitución y bajo el supuesto de que así lo exigía una norma legal. 

La Administración estaba obligada a responder dentro de los términos correspondientes. 

Mientras no lo hiciera, no se entendía en firme el acto contra el cual fue ejercido el recurso de 

reconsideración; es decir, la liquidación oficial de corrección aritmética. 
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Si podía la Administración Tributaria seguir adelante el trámite de embargo y ejecución que 

inició contra "Publicidad Tea Ltda." mediante oficio del 20 de abril de 1994, cuando ya se había 

presentado la petición en referencia, no es asunto que corresponda resolver al juez de tutela y, por 

tanto, al respecto se abstendrá la Corte de emitir cualquier concepto. Será la jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo la que resuelva, en caso de que la sociedad afectada haya acudido a 

ella. 

Pero, en cambio, sí compete a esta Corte dictaminar que fue violado el derecho de petición y, en 

consecuencia, ordenar a la Administración Local de Impuestos y Aduanas Nacionales de Medellín 

que resuelva inmediatamente sobre la solicitud presentada por el actor
97

. 

 

3.2.2 Sentencias fundacionales de la línea 

 

Se presenta cuatro sentencias que pueden ser consideradas como fundacionales, dado que son las 

primeras que se generó en torno al tema por parte de la Corte Constitucional; sin embargo, vale 

indicar que de ellas, solo tres son merecedoras del análisis. 

 

Inicialmente, la Sentencia T-124/93
98

, donde se discute la prevalencia e importancia del derecho 

de petición en el-para ese entonces-, nuevo ordenamiento jurídico colombiano.  

 

La señora Olga Stella Escobar Araque expresa en su demanda de acción de tutela, de fecha 14 de 

octubre de 1992,  los siguientes hechos: 

1. Que el día 31 de octubre de 1985, el Instituto de los Seguros Sociales, le extendió tarjeta de 

protección, lo que ponía a su disposición los servicios médicos integrales que presta dicha entidad. 

2. Que desde entonces ha estado gestionando los trámites correspondientes para lograr el 

reconocimiento de su pensión, sin que hasta la fecha de presentación del memorial de demanda, se 

le haya resuelto. 

3.  Que se ha sometido a la práctica de varios análisis médicos laborales, en los cuales se 

acredita su incapacidad laboral. 

 

Al respecto, la Corte Constitucional considera que no le… 

 

                                                 
97 Corte Constitucional. Op. Cit. 
98 Corte Constitucional. “Sentencia T – 124” de 1993. Magistrado Ponente Dr. Vladimiro Naranjo Mesa 
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Corresponde obligar a las entidades públicas ni particulares a resolver favorablemente las 

peticiones que les sometan los ciudadanos, por cuanto la norma superior (artículo 23 de la 

Constitución Política), al reconocer el derecho de petición, se limita a señalar que, como 

consecuencia del mismo, surge el derecho a "obtener pronta resolución", lo cual no implica que 

ésta necesariamente tenga que ser favorable a los intereses del peticionario. Lo que sí compete a 

esta Corporación, mediante el poder decisorio que la Carta Política le confiere como intérprete y 

guardiana de su integridad, es garantizar que los ciudadanos obtengan la pronta resolución a sus 

peticiones que preceptúa el mandato superior.  

[…] 

La innovación más importante que presenta el artículo 23 Superior, es la de permitir, en los 

casos taxativamente señalados por el legislador, el ejercicio del derecho de petición ante las 

organizaciones privadas con el fin de garantizar los derechos fundamentales. Se pasa de un campo 

de aplicación limitado al ámbito del sector público, a una concepción más universal que permite 

una mayor participación y un compromiso de la ciudadanía con el desarrollo de las actividades 

propias del Estado colombiano. El derecho de petición tiene como titular a toda persona, nacional o 

extranjera. Por medio de él, se permite acudir ante las autoridades o ante las organizaciones 

privadas en los términos que defina la ley, con el fin de obtener una pronta resolución a las 

solicitudes que se hayan presentado. No significa esto que deba responderse las peticiones en una 

determinada forma; lo que se exige es un pronunciamiento oportuno. El ejercicio de este derecho se 

hace tal vez más evidente en determinadas situaciones, donde el pronunciamiento de la entidad 

permite al particular definir una expectativa, que a su vez es fundamento para la protección de 

algunos de sus derechos fundamentales. Tal es el caso de las personas de la tercera edad o de 

quienes por circunstancias de la vida se enfrentan a la imposibilidad física de ejercer una actividad 

económicamente productiva. 

[…] 

Si bien es cierto que la petente contaba con otros mecanismos judiciales para resolver su 

solicitud, no es menos valedero afirmar que la pronta resolución es a todas luces necesaria, habida 

cuenta de la inmensa preocupación que le asiste a la actora por no contar con recursos económicos 

que le permitan subsistir no solo a ella, sino también a sus hijos. El silencio de la administración 

resulta injustificado y reprochable, si se tiene en consideración que en un término de siete (7) años 

no se le dio respuesta alguna -afirmativa o negativa- a la petición de la actora. Debe dársele 

aplicación a lo previsto en los artículos 18, 19 y 20 del decreto 2591 de 1991, que facultan al juez 

de tutela para resolver de plano en caso de que la entidad pública no haya respondido la 

información requerida. La Sala estima que el derecho de petición implícito en el memorial de tutela 
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(artículo 14 decreto 2591 de 1991), es un derecho fundamental susceptible de ser amparado por la 

acción de tutela. Esta Corporación no se pronunciará sobre el derecho de pensión por enfermedad 

profesional, ya que la competencia para decretar las pensiones en concreto, es exclusiva del 

Instituto de los Seguros Sociales, sometida a control judicial. 

 

En la Sentencia T-355/93
99

, se comenta la siguiente situación: 

 

1.- La SOCIEDAD NUEVA ERA LIMITADA IMPORTACIONES Y EXPORTACIONES, "En 

desarrollo de su objeto social importó de la REPÚBLICA POPULAR CHINA 10.134 zapatos tipo 

tenis, de lona y suela de caucho para consumo popular y, en desarrollo de los trámites legales, 

declaró como valor total de la mercancía la suma de US$ 25.528,50, según la declaración de 

despacho para consumo número 09649 de Mayo 22 de 1992. 

2.- "En diligencia de reconocimiento y aforo fechada el 17 de Mayo de 1992 la funcionaria 

GLORIA RUÍZ avaluó la mercancía en US$172.278,oo para un valor por unidad de US$ 17,oo, 

valor FOB; es decir, precio en el puerto de embarque. 

3.- "En Mayo 29 se efectuó la liquidación de los derechos de importación, dando como resultado la 

suma de $47'909.518.oo. 

4.- "El 2 de Junio de 1992 mi poderdante interpuso el recurso de apelación en subsidio del recurso 

de reposición contra la anterior resolución, explicando las razones por las cuales debía considerarse 

la liquidación oficial, solicitando entonces su revocatoria. 

5.- "La aduana interior de Medellín, inició el trámite del recurso de reposición y solicitó mediante 

auto 653 del 17 de Julio de 1992 a la aforadora LUZ EDILMA CORREAL, un concepto sobre el 

valor de la mercancía importada. 

6.- "La mencionada funcionaria conceptuó que la mercancía tenía un valor de US$30.765,92, valor 

CIF o sea adicionando al valor de la mercancía el valor de los fletes y de los seguros; es decir, 

US$141.512,08 menos del valor aforado oficialmente. 

7.- "A pesar de que según el Decreto 755 de 1990, Artículo 58, y el Decreto 1622 de 1990, Artículo 

16, el término para decidir el recurso de reposición es de treinta (30) días y que el término para 

decidir el recurso de apelación es de sesenta (60) días, sólo el pasado 4 de Noviembre la señora 

RAQUEL FORERO MEJÍA, jefe regional de aduana de Medellín, emitió la resolución 610 del 4 de 

Noviembre de 1992 por medio de la cual se resolvió el recurso de reposición. 

                                                 
99 Corte Constitucional. “Sentencia T – 355” de 1993. Magistrado Ponente Dr. Hernando Herrera Vergara. 
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8.- "Hasta la fecha han transcurrido más de ciento sesenta días (160) días hábiles, lo que equivale a 

cerca de siete (7) meses sin que se resuelva los recursos interpuestos, cuando según los Decretos 

mencionados (que modifican el régimen de aduanas) se calculaba un máximo de noventa (90) días 

más un mes, en caso de practicarse pruebas, para resolver los recursos. 

 

La reiterada jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que  

 

La operancia de la figura conocida como "silencio administrativo" en modo alguno satisface la 

efectividad del derecho de petición.  La ya referida sentencia No T-426 de 1992, sobre el particular 

deja en claro que, "la posibilidad de las autoridades de no contestar reclamaciones o solicitudes que 

conlleva la configuración del fenómeno del silencio administrativo (arts. 40 a 42 código 

contencioso administrativo) no debe entenderse como vía expedita para el desconocimiento del 

núcleo esencial del derecho fundamental de petición". Y en sentencia No T-481 de agosto 10 de 

1992, con ponencia del H. Magistrado Jaime Sanín Greiffenstein se consignaron (Sic) conceptos 

que en lo pertinente se transcriben (Sic): 

 

"...Es de notar también el (derecho de petición) consiste no simplemente en el derecho de 

obtener una respuesta por parte de las autoridades, sino de que haya una resolución del asunto 

solicitado, lo cual si bien no implica que la decisión sea favorable, tampoco se satisface sin que 

se entre a tomar una posición de fondo, clara y precisa, por el competente; por esto puede 

decirse también que el derecho de petición que la Constitución consagra no queda satisfecho 

con el silencio administrativo que algunas normas disponen, pues esto es apenas un mecanismo 

que la ley se ingenia para que el adelantamiento de la actuación sea posible y no sea bloqueada 

por la administración, especialmente con vista en la promoción de las acciones judiciales 

respectivas, pero en forma ninguna cumple con las exigencias constitucionales que se deja 

expuestas y que responden a una necesidad material y sustantiva de resolución y no a una 

consecuencia meramente formal y procedimental, así sea de tanta importancia". 

 

Advierte la Sala que en esta oportunidad no se trata del silencio administrativo ante peticiones 

iniciales, doctrinariamente conocido como sustantivo o sustancial, sino del silencio administrativo 

relativo a los recursos en vía gubernativa, denominado procesal o adjetivo, frente a cuya ocurrencia 

puede el administrado acudir ante la jurisdicción contencioso administrativa en ejercicio de la 

acción pertinente o esperar el pronunciamiento de la administración. De conformidad con la 

normatividad vigente, la autoridad se encuentra en posibilidad de resolver, siempre que no se haya 
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acudido a la vía jurisdiccional, evento éste último, en el que pierde la competencia para decidir los 

recursos. (Art. 60 C.C.A.). En atención a lo que se acaba de exponer, se dispondrá en la parte 

resolutiva de esta providencia que, en ejercicio del Derecho Fundamental de Petición, la 

DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS deberá resolver el recurso de apelación dentro del 

término de cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación de esta sentencia, si para 

la fecha de ésta última no ha sido resuelto y siempre que no se haya presentado demanda ante la 

jurisdicción contencioso administrativa. 

 

Finalmente, se presenta la Sentencia C-464/92
100

 donde  

 

El señor HERMANN GÓMEZ PIEDRAHITA interpuso acción de tutela contra la señora 

MYRIAM MEDINA DE FLOREZ, en su calidad de Presidente del Concejo Municipal de 

Roldanillo, Departamento del Valle del Cauca, y solicitó al juez de tutela que le ordenara a la 

acusada, disponer la expedición de unas copias de actas del Concejo. Invocó como violado su 

derecho de petición, garantizado por el artículo 23 de la Constitución. 

[…] 

El petente era concejal del municipio de Roldanillo al momento en que dirigió una petición 

escrita a la señora Presidente del Concejo, señora MYRIAM MEDINA FLOREZ (el 29 de 

noviembre de 1991). 

El señor Gómez solicitó la expedición de copias de las Actas aprobadas por la Corporación en 

su sesión del día 28 de noviembre de 1991, en la que él intervino, así como de otros documentos 

que, requería "para tramitar ante las autoridades correspondientes los juicios de nulidad y (sic) 

inexequibilidad correspondientes, por violación de la Ley y de la Constitución. 

Ante el silencio de la señora Presidente, y argumentando que ya había insistido en repetidas 

ocasiones, el petente acudió a la señora Personera Municipal y solicitó su intervención para obligar 

a la Presidente Medina a atender su petición. 

Finalmente, el señor Gómez afirmó que "hasta el presente no ha sido atendida mi solicitud", 

razón por la cual el 28 de enero de 1992 acudió a interponer la acción de tutela en los términos ya 

esbozados. 

El Juzgado Primero Penal del Circuito de Roldanillo negó la tutela solicitada mediante sentencia 

del 6 de febrero de 1992. El Juez basó su decisión en el siguiente argumento:  

 

                                                 
100 Corte Constitucional. “Sentencia C – 464” de 1992. Magistrado Ponente Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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"Si bien el derecho de petición está consagrado en nuestra Carta como fundamental, también lo 

es, que conforme a los Artículos 40 y 51 del Código Contencioso Administrativo, el funcionario 

ante quien se solicita o eleva una petición, cuenta con tres (3) meses de plazo a partir de la 

presentación de la misma para que se le resuelva, al cabo de los cuales operaría el silencio 

administrativo, pudiéndose interponer los recursos pertinentes contra el acto presunto, para que 

con ello quede agotada la vía gubernativa y pueda ejercerse la respectiva acción ante la Justicia de 

lo Contencioso Administrativo, lo que indica que el Doctor Gómez Piedrahita tiene otros recursos 

o medios de defensa para impetrar.." 

 

Igualmente, el juzgador consideró que al no haber demostrado el petente la calidad de irreparable 

del daño, no procedía la acción de tutela como mecanismo transitorio en los términos del artículo 

6o. del Decreto 2591 de 1991. 

El peticionario impugnó la decisión denegatoria, y en su escrito enfatizó que el silencio 

administrativo aludido por el Juez de primera instancia no era aplicable para los casos de peticiones 

en interés particular, toda vez que presupuesto del silencio administrativo era la petición para que la 

Administración produjera un acto administrativo, a lo cual no conducía una petición de 

información, como la suya. 

La Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Buga confirmó, mediante sentencia 

del 5 de marzo de 1992, la decisión impugnada por considerar que la tutela era improcedente al 

existir otros medios de defensa a disposición del petente, como el consagrado en el artículo 25 de la 

Ley 57 de 1985 cuyo texto es el siguiente: 

 

Las peticiones a que se refiere el artículo 12 de la presente Ley deberán resolverse por las 

autoridades correspondientes en un término máximo de diez (10) días. Si en ese lapso no se ha 

dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva 

solicitud ha sido aceptada. En consecuencia, el correspondiente documento será entregado dentro 

de los tres (3) días inmediatamente siguientes. 

 

La Corte considera por primera vez el silencio administrativo positivo, como manifestación del 

derecho de petición; para el efecto indica que el artículo 22 del Código Contencioso 

Administrativo, subrogado por el artículo 25 de la Ley 57 de 1985, consagra una modalidad de 

silencio administrativo positivo para los eventos en los que las autoridades no respondan las 

peticiones que se les formula para consultar los documentos que reposen en las oficinas públicas 
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y obtener copias de los mismos. Las peticiones a que se refiere el artículo 12 de la presente ley 

deberán ser resueltas por las autoridades correspondientes en un término máximo de diez (10) 

días. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos 

legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada. En consecuencia, el correspondiente 

documento será entregado dentro de los tres (3) días inmediatamente siguientes.  

 

El funcionario renuente será sancionado con la pérdida del empleo
101

 

 

El silencio administrativo positivo, en cuanto equivale a una decisión administrativa favorable a la 

petición formulada por la persona interesada, es una manifestación del derecho de petición de 

estirpe constitucional. Es evidente que esta concreción del derecho de petición, como forma 

expedita de declaración de la titularidad del derecho, supera en celeridad y eficacia a la misma 

acción de tutela, la cual por lo tanto no procede como medio para pretender su reconocimiento. 

 

En cuanto a la efectividad del derecho a obtener copias y núcleo esencial del derecho de petición, 

indicó que  

 

Si dentro de los tres (3) días siguientes a la consumación del silencio administrativo positivo, no se 

entrega las copias del correspondiente documento -como lo ordena el artículo 25 de la Ley 57 de 

1985- se vulnera por la autoridad, el derecho fundamental a la obtención de la copia del respectivo 

documento público, derecho éste derivado, como se explicó, del derecho fundamental de petición y 

que necesariamente se integra, por mandato constitucional y legal, a su núcleo esencial. 

Es palmario que para la defensa y efectividad del susodicho derecho no existe en el 

ordenamiento ningún medio judicial diferente de la acción de tutela que pueda garantizar en 

términos de eficacia y celeridad su protección inmediata. 

La efectividad del derecho a obtener copias, es manifestación concreta del derecho a obtener 

pronta resolución a las peticiones formuladas que también hace parte del núcleo esencial del 

derecho de petición. 

También es contrario al derecho constitucional de petición, tratándose de la protección 

inmediata de su núcleo esencial, exigir luego de consumado el silencio administrativo especial a 

que se refiere el artículo 25 de la Ley 57 de 1985, otros requisitos adicionales a la simple solicitud 

de entrega de las copias. Su entrega debe tener lugar dentro de los tres (3) días inmediatamente 

                                                 
101 Corte Constitucional. Op. Cit. 
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siguientes, sin necesidad -contrariamente a lo que supone el fallador de segunda instancia- de 

protocolizar la constancia de la solicitud presentada o declaraciones juramentadas sobre la no 

contestación (artículo 42 C.C.A.), requisitos contrarios al procedimiento especial y perentorio del 

derecho a obtener copias, así como violatorios de la presunción de buena fe en las actuaciones ante 

las autoridades (CP art. 83). 

Por último, la negativa de la autoridad pública a contestar dentro del plazo legal la solicitud de 

copias de un documento público, vulnera igualmente el derecho constitucional a acceder a los 

documentos públicos, consagrado en el artículo 74 de la Constitución. 
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CONCLUSIONES 

 

La conceptualización del acto administrativo en Colombia es una situación compleja a nivel 

teórico; este elemento del Derecho Administrativo ha tenido un profundo estudio de carácter 

doctrinal que le ha permitido desarrollarse para pasar a ser una parte de radical importancia 

en el ordenamiento jurídico; a partir de éste se ha construido las ficciones del acto 

administrativo ficto negativo y positivo, que son los conceptos que permiten decidir de una 

manera u otra las solicitudes de los administrados. 

 

Los administrados interactúan con la administración mediante diversos medios, entre ellos 

las peticiones, las cuales se encuentran amparadas a nivel constitucional desde el artículo 23, 

mismas que no pueden quedar sin respuesta; es por esto que se ha planteado la ficción de que 

la administración siempre responde, aunque por regla general es de manera negativa, la 

respuesta positiva es la excepción y la jurisprudencia respalda que sea solo de manera reglada 

tal situación. 

 

La Corte Constitucional ha presentado sus conceptos de carácter principal frente a las 

sentencias del Consejo de Estado para el caso que se analiza, teniendo en cuenta el artículo 

23 que se protege por parte de la corporación de manera primordial; sin embargo, se ha dado 

conflictos entre las dos cortes, lo que ha provocado que se deba decidir cuál es la 

jurisprudencia prevalente, decidiéndose por la de la Corte Constitucional; pese a ello, al 

hacer el análisis de las sentencias de ésta, se puede apreciar que en realidad no hay una 

protección para el silencio administrativo, sino que se protege el derecho de petición, dejando 

las decisiones de fondo, acerca de la legalidad del acto administrativo que se configura por el 

silencio  de la administración, al juez contencioso, lo cual es en cierta medida contradictorio; 

la Corte ha indicado en numerosas ocasiones que puede ordenar que se responda, pero al 

final, no hay una protección a la respuesta real que se da bajo las reglas del derecho y de la 

jurisprudencia. 

 

La consagración del silencio administrativo positivo en los últimos años, en particular a partir 

de la Ley 1437 de 2011, ha sido un aporte de considerar que la carga de la negligencia de la 
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administración no puede ser soportada por el administrado, sino por el propio Estado y sus 

entidades, pues es el llamado a resolver las peticiones que le son colocadas de manera 

completa y plena, de tal manera que toda solicitud tenga una respuesta que satisfaga las 

necesidades que se presenta por la sociedad.  

 

Dado el análisis jurisprudencial, se evidencia una serie de situaciones que puede catalogarse; 

una de ellas es la solicitud de copias hecha por un administrado; en este caso, las sentencias 

han sido claras en resolver que se presenta el silencio administrativo positivo sin mayores 

requisitos, si es que la solicitud no es resuelta en los 3 días siguientes a su presentación. 

 

Otro escenario es cuando hay solicitudes por servicios públicos, enmarcada en el artículo 152 

de la Ley 142 de 1994, que da plazo de 15 días hábiles para solucionar y dar una respuesta de 

fondo; caso contrario se presentará la configuración del silencio administrativo positivo, pero 

cuyo reconocimiento se lo deja en manos de la Superintendencia de Servicios Públicos, 

excluyendo a la sede de tutela de la responsabilidad de dirimir el asunto, la cual solo operará 

en caso de que la primera no dé respuesta al silencio presentado.  

 

En el caso anterior, es curioso cómo se presenta una protección parcial; si bien hay cobertura 

del derecho de petición, no se hace esfuerzos por proteger el estatus creado por la negligencia 

en contestar la solicitud; por el contrario, en algunos casos, se muestra que puede ser 

contrariada con una respuesta tardía, lo cual vulnera la existencia del silencio administrativo 

positivo.  

 

Otro escenario son las reclamaciones ante la DIAN, donde una vez más, la Corte se sustrae 

de declarar los efectos del silencio administrativo positivo y por tanto, solo puede ordenar 

que haya una respuesta de fondo y definitiva, donde toma los mismos conceptos presentados 

con anterioridad, protegiendo a la entidad y no al administrado. 

 

Solo el Consejo de Estado se ha mostrado como capaz de tratar situaciones de silencio 

administrativo positivo, por lo tanto, ha indicado que no se requiere la declaración del 

silencio positivo, sino indicar sus efectos y hacerlos válidos. 



83 

 

 

Un escenario adicional son las situaciones contempladas con relación a la legislación y las 

obras públicas o que están relacionadas con autorizaciones para llevar a cabo proyectos que 

afectan el medio ambiente, por lo que diversas leyes han consagrado que ciertos requisitos 

pueden ser aprobados solamente con la ocurrencia del silencio administrativo positivo. Frente 

a este escenario, la opinión de la Corte es que confluyen varios intereses, la eficiencia de la 

administración y también la protección del medio ambiente; un criterio importante es que 

considera que la negligencia de la administración en la aprobación de estudios y permisos no 

puede ser premiada con más negligencia mediante actos administrativos fictos positivos, por 

lo cual se recomienda la colaboración de las entidades en desarrollar las autorizaciones y 

estudios adecuados sin llegar al punto extremo de necesitarse la figura indicada. 

 

Finalmente, la línea trabajada es una propuesta contributiva al debate jurídico y como tal 

queda abierta para seguir adelante con la discusión. En ese sentido tenemos que, tanto la 

jurisprudencia del Consejo de Estado, como de la Corte Constitucional, se convierte en un 

insumo académico también, por cuanto contribuyen mediante nuestro trabajo a dilucidar el 

debate. 
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